30 DE OCTUBRE DE 1985 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 


ASAMBLEA GENERAL 


PRIMER PERIODO ORDINARIO DE LA XLI LEGISLATURA 


23? 


SESION ORDINARIA EXTRAORDINARIA 


PRESIDE EL DOCTOR ENRIQUE E. TARIGO 
(Presidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES SEÑOR MARIO FARACHIO Y DOCTOR HECTOR 5, CLAVIJO 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto de la citación ..........o.ooooooomonsoo. 103 — Se resuelve no levantar las observaciones in- 
terpuestas por el Poder Ejecutivo al proyecto 
de ley. 
2) Asistencia! ..........oo..ooocoorocorononoo.. NA 103 
] — Por moción presentada por varios señores le- 
dl Anto dl S 104 gisladores se resuelve recomendar la consti- 


4) Arrendamientos urbanos. Normas de emergencia 
Observaciones formuladas por el Poder Ejecutivo 104 


— Manifestaciones de varios señores legisladores. 


tución de un grupo de trabajo con represen- 
tantes de los cuatro partidos políticos con la 
finalidad de redactar un anteproyecto de ley 
sobre el tema para su tratamiento por cada 
una de las Cámaras. 


5) Se levanta la sesión ..........o.ooooooo..oo oo... 129 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, octubre 29 de 1985. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extra- 
ordinaria, en régimen de cuarto intermedio, mañana miér- 
coles 30, a la hora 19, a fin de dar cuenta de los asuntos 
entrados y continuar considerando las observaciones for- 
muladas por el Poder Ejecutivo al Proyecto de Ley de 
Arrendamientos Urbanos (artículo 138 de la Constitución 
de la República). 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Gonzalo Aguirre Ra- 
mírez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Batlle, 
Enrique Cadenas Boix, Eugenio Capeche, Pedro W. Cer- 
sósimo, Carlos W. Cighiuti, Juan Carlos Fá Robaina, Juan 


Raúl Ferreira Sienra, Manuel Flores Silva, Guillermo 
García Costa, Reinaldo Gargano, Raumar Jude, Luis Al. 
berto Lacalle Herrera, Oscar Lenzi, Enrique Martinez 
Moreno, Carminillo Mederos Da Costa, Dardo Ortiz, Car. 
los Julio Pereyra, Juan Martín Posadas, Luis Bernardo 
Pozzolo, Américo Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Ca- 
musso, Luis A. Senatore, Uruguay Tourné, Alfredo Tra- 
versoni, Juan J. Zorrilla, Alberto Zumarán; y los señores 
representantes Numa Aguirre Corte, Guillermo Alvarez, 
Juan Justo Amaro, Abayubá Amén Pisani, Jorge Andrade 
Ambrosoni, Carmen "Arana, Nelson Arredondo, Fanny 
Aarón, Roberto Asiaín, Héctor Barón, Javier Barrios Anza, 
Honorio Barrios Tassano, Juan A. Bentancur, Carlos Ber- 
tacchi, Guillermo Boerr, Edgard Bonilla, Federico Bouza, 
Alberto Brause, César Brum, José F. Bruno, Mario Can- 
tón, Cayetano Capeche, 'Tabaré Caputi, Carlos A. Cassina, 
Washington Cataldi, Raúl Cazaban Goncalves, José Cer. 
chiaro-San Juan, Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde Mon.- 
tes de Oca, Victor Cortazzo, Julio E. Daverede, José Diaz, 
Ruben Escajal, Yamandú Fau, Carlos M. Fresia, Ruben E. 
Frey Gil, Juan J. Fuentes, Jorge Gandini, Carlos Garat, 
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Alem García, Oscar Gestido, Héctor Goñi Castelao, Hugo 
Granucci, Ramón Guadalupe, Arturo Guerrero, Luis A. 
Hierro López, Luis Ituño, Raúl Lago, Daniel Lamas, Nés- 
tor Landarte, Ariel Lausarot, Ricardo Lombardo, Oscar 
López Balestra, Nelson Lorenzo Rovira, Jorge Machiñena, 
Oscar Magurno, Antonio Marchesano, Luis José Martínez, 
Orosmán Martínez, Eden Melo Santa Marina, Pablo Mi. 
Mor, Clemente Muñoz, Carlos E. Negro, Antonio Nión, 
Juan A. Oxacelhay, Ope Pasquet Iribarne, Ramón Pereira 
Paben, Juan Pintos Pereira, Carlos Pita Alvariza, Lucas 
Pittaluga, Elías Porras Larralde, Baltasar Prieto, Alfonso 
Requiterena Vogt, Edison Rijo, Gilberto Ríos, Héctor Lo- 
renzo Ríos, Ricardo Rocha Imaz, Carlos Rodríguez Labru- 
va, Yamandú Rodríguez, Raúl Rosales Moyano, Hebert 
Rossi Pasina, Yamandú Sica Blanco, Bartolo Mauro Silva, 
Carlos Norberto Soto, Guillermo Stirling, Héctor Martín 
Sturla, Andrés Toriani, Víctor Vaillant, Gustavo Varela, 
Tabaré Viera, Alfredo Zaffaroni Ortiz y Edison H. Zonini. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores José Pe- 
dro Cardoso, Eduardo Paz Aguirre, Francisco Mario Ubi- 
Mos, y los señores representantes Nelson R. Alonso, Eber 
Da Rosa Viñoles, Francisco A. Forteza, Washington Gar- 
” cía Rijo, Marino Irazoqui, Walter Isi, Eduardo Jaurena y 
León Morelli; con aviso, los señores representantes Ernes- 
to Amoría Larrañaga, Rubens Francolino, Luis A. Heber, 
Julio Maimó Quintela, Walter Santoro y Jorge Silveira 
Zavala; y sin aviso, el señor senador Juan A. Singer y €l 
señor representante Héctor Lescano, - 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 19 y 41 minutos) 
—Dése cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente: ) 
“Montevideo, 30 de octubre de 1985. 


La Corte Electoral remite nota acusando recibo del 
Proyecto de Resolución aprobado por el Cuerpo el 14 del 
corriente, por el cual se otorga la ciudadanía legal al se- 
ñor Anselmo Sule. 


— Téngase presente y archívese.” 


4) ARRENDAMIENTOS URBANOS. 
Normas de emergencia. Observaciones 
formuladas por el Poder Ejecutivo, 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Asamblea General entra 
al orden del día, para continuar considerando las obser- 
vaciones formuladas por el Poder Ejecutivo al Proyecto 
de Ley de Arrendamientos Urbanos (artículo 138 de la 
Constitución de la República). 


(Antecedentes: ver 22 AG) 
Tiene la palabra el señor legislador Barrios Anza. 


- SEÑOR BARRIOS ANZA. — Señor Presidente: como 
cosa previa quiero hacer una puntualización respecto a 
mi presencia en Sala. 


Dada mi notoria vinculación al tema de arrendamien- 
tos, me había impuesto, como conducta previa, no parti: 
cipar en ninguna de las reuniones en que tratara este 
tema, cosa que hice mientras se discutió en la Cámara 
de Representantes. No obstante ello, en virtud de la reso- 
lución del Directorio del Partido Nacional, que decidió 
recomendar a sus lesgisladores votar en contra del veto 
al proyecto de ley de arrendamientos urbanos, voy a per- 
manecer en Sala a fin de cumplir con mi deber. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la p 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — De acuerdo a lo 
la Constitución de la República, correspon 
votar — por sí o por no— en forma nominal. 
blea General había nombrado una Comino 
informara sobre los aspectos formales y Í“IoL — €Z óN 
mo sobre el tema de fondo. Entiendo que . 


ponde es recibir, aunque sea en forma verT”" 


de esa Comisión. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabr 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la y 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presi: 
sión bicameral designada por la Asamblea u 
encomendó, en esta primera intervención, que dieta 
ta sucinta del resultado de sus trabajos. 


Debo informar a la Asamblea General que la Comi- 
sión Bicameral sólo tuvo oportunidad de reunirse en dos 
Ocasiones: el jueves de la semana pasada y en la tarde 
de hoy. Ello obedeció a tres razones. En primer lugar, a 
la demora en que incurrieron algunos partidos políticos 
para designar a sus representantes en dicha Comisión; en 
segundo término al hecho de que, una vez producida su 
integración, algunos miembros estuvimos desbordados 
—concretamente los tres que somos senadores— por las 
tareas vinculadas a la consideración del proyecto de Pre- 
supuesto en el Senado, y por último, a que en el correr 
de esta semana, en la que estaba prevista una Yeunión 
para el día lunes, y otra para el día martes, fue imposi- 
ble que la Comisión .sesionara, debido a que los cuatro Di- 
putados integrantes de la misma estaban abocados —como 
es notorlo— al tema que tenía relación con el llamado 
a Sala al señor Ministro del Interior. 


En consecuencia, recién en el día de hoy pudo reu- 
nirse la Comisión Bicameral por segunda vez y, trataré 
de resumir, objetivamente, el resultado del trabajo. 


La Comisión —por mayoría— aconseja a esta Asam- 
blea General el levantamiento del veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo. Para información de todos los seño- 
res legisladores, diré que esa decisión contó con los vo- 
tos de los representantes del Partido Nacional, del Frente 
Amplio y de la Unión Cívica, y con el voto en contra de 
los dos representantes del Partido Colorado. Además, la 
Comisión, también por mayoría, resolvió aconsejar a esta 
Asamblea General que se declare incompetente, en el 
caso de confirmarse el veto del Poder Ejecutivo, para ela- 


- borar un proyecto alternativo. 


En esta segunda cuestión considerada por la Comi - 
sión, votaron por la incompetencia de la Asamblea Gene- 
ral, el Partido Nacional, la Unión Cívica, y el Partido 
Colorado, absteniéndose el Frente Amplio. 


Finalmente, la Comisión hace una propuesta a la 
Asamblea General —que ya debe estar en poder de- la 
Mesa— a fin de designar un grupo de trabajo compuesto 
por siete miembros en el que estén representados todos 
los partidos políticos —y las dos Cámaras, naturalmente— 
a efectos de que continúe con la elaboración de un pro- 
yecto de consenso que facilite la tarea legislativa de las 
dos Cámaras cuando, alternativamente, consideren el nut- 
vo texto legal ante la eventualidad, repito, de que sea 
confirmado esta noche el veto del Poder Ejecutivo. 


Este breve informe creo que refleja adecuadamente la 
tarea de la Comisión Bicameral. Al respecto, hemos dis- 
puesto que, por su orden, se presenten los informes en 
mayoría y minoría acerca de los temas considerados tal 
como lo expresé anteriormente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra, 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


_ SEÑOR TOURNE.'-— Señor Presidente: tal como lo 
señaló el señor legislador Ricaldoni, la Comisión adoptó 
decisión sobre la temática que correspondia a la misión 
que le encomendó la Asamblea General Esto suponía 
un pronunciamiento o recomendación al Cuerpo respecto 
del levantamiento o aceptación del veto del Poder Ejecu- 
masa al proyecto de ley de emergencia de arrendamientos 
urbanos. 


Esto supuso planteamientos de orden juridico-consti- 
tucional, pero fundamentalmente políticos, que fueron los 
que, en definitiva, determinaron el pronunciamiento de 
los distintos integrantes del Cuerpo, en nombre y repre- 
sentación de sus respectivos grupos políticos. 


Uno de los planteamientos era referente a los pode- 
res de la Asamblea General relativos al problema del 
veto; es decir, a si este Cuerpo debe limitarse exclusiva- 


mente a votar, por sí o por no —tal como lo fija la ' 


Constitución— las observaciones formalizadas por el Po- 
der Ejecutivo o, si por el contrario, está dentro de sus fa.- 
cultades la posibilidad de presentar un proyecto alterna- 
tivo o bien un tercer proyecto, 


Por otra parte, era necesario hacer un análisis y to- 
mar una posición sobre el fondo del asunto, aconseján- 
dose el levantamiento o la aceptación de las observaciones 
del Poder Ejecutivo. Es decir, la conveniencia, mérito, le- 
galidad o constitucionalidad de su planteamiento. 


. En definitiva, luego de los análisis, desde el punto de 
vista formal y sustancial que plantea el veto del Poder 
Ejecutivo a este proyecto de ley, debemos entrar a Consi- 
derar, las posibilidades de arbitrar medios que permitan 
superar esta instancia de confrontación formulada en tor- 
no a las soluciones para este dramático problema plan- 
teado a los inquilinos, es decir, a tan vasta capa social. 


Quiero significar que esta decisión que se trae no la 
planteo en representación de la mayoría por cuanto en- 
tendíamos que eran posiciones de los partidos políticos 
que votábamos por el levantamiento del veto del Poder 
Ejecutivo. Se trata de una decisión que no la podiamos 
tomar como de carácter meramente técnico, sino que ta- 
da partido político que conformó esta mayoría debía, a 
través de sus representantes, expresar los puntos de vista 
que determinaban su posición en esta materia, 


En consecuencia, señor Presidente, formulo estas €ex- 
presiones para señalar las razones que han llevado a los 
integrantes de la bancada del Partido Nacional a consí- 
derar que las facultades de la Asamblea General son li- 
mitadas y que únicamente puede pronunciarse a favor 
o en contra del veto del Poder Ejecutivo, o aconsejar, 
por razones de mérito y de fondo, el rechazo del mismo. 


Trataré de ser lo más breve posible en un tema que 
ha sido largamente discutido, muy bien analizado a nivel 
de la Asamblea General y en otras oportunidades del 
tratamiento de este proyecto de Ley de Emergencia, pero 
quiero destacar con verdadera satisfacción las palabras 
pronunciadas por el compañero de bancada el señor le- 
gisladod Porras Larralde, que interpretó de manera tan 
cabal los fundamentos jurídicos y políticos que, en nuestro 
criterio, están avalando la posición de rechazo del veto y 
la necesidad de un pronunciamiento inmediato de la 
Asamblea General. 


Deseo señalar, señor Presidente, que esta temática re- 
lativa a las facultades de la Asamblea General se originó 
prácticamente, en el siglo pasado, dado que ya €n la 
Constitución de 1830 hubo oportunidad de tratar esta re- 
lación entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo, entre el 
Poder colegislador y legislador cuando se formalizaba el 
ejercicio del veto o de las observaciones del Poder Eje- 
cutivo, parciales o totales, a los proyectos de ley. Este es 
un tema que fue ampliamente discutido y que ha deter- 
minado la posición, en cierta manera enfrentada y muy 
bien argumentada, por parte de legisladores que sostuvie- 
ron, en algunos casos la imposibilidad de un proyecto 
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alternativo a nivel de la Asamblea General, y en otras 
oportunidades que por las mayorias requeridas en el texto 
constitucional, que enmarcaban la odopción de una de- 
cisión por parte de la Asamblea General —esto viene 
desde la Constitución de 1830, excepto en cuanto al al- 
cance de la mayoría y al texto concreto en que se deter- 
minaba esta norma— que en definitiva establecía, esen- 
cialmente, repito, un constreñimiento a esas posibilidades. 


No vamos a reiterar las largas polémicas que en este 
siglo tuvieron voceros tan autorizados como los doctores 
José Espalter, y Juan Andrés Ramírez y, por supuesto, la 
posición de la Cátedra de Derecho Constitucional, expre- 
sada en la obra de Justino Jiménez de Aréchaga. 


Simplemente queremos señaiar que para el Partido 
Nacional la Asamblea General no puede legislar por sí; 
que carece de iniciativa legislativa y que al trámite o el 
proceso para generar un texto legal requiere el pasaje a 
través de las Cámaras y luego el pronunciamiento del 
Poder Ejecutivo. Pero de ninguna manera puede interpre- 
tarse que el texto, constitucional cuando señala que se 
estará a la decisión de los tres quintos de la Asamblea 
General, presupone un pronunciamiento diverso a aquel 
que constituye el objeto del veto respecto a los proyec- 
tos y que por tanto, desde ese punto de vista, la Asamblea 
Gentral queda enmarcada a pronunciarse afirmativa O 
negativamente acerca de las objeciones u observaciones. 


Creo que en esta materia, señor Presidente, pueden 
suministrarse argumentos muy importantes. Estimo que 
fuera de lo que es el sistema constitucional y de los ca- 
minos que dicho sistema prevé para la sanción de un 
proyecto de ley —a través del tránsito que se realiza, co- 
mo ya lo hemos señalado— existe un texto, que es en 
cierta manera análogo, que contempla una decisión de 
otra naturaleza en esta materia, y que hace referencia a 
cuando se produce un desencuentro entre las Cámaras 
—la de Representantes y la de Senadores— en torno a un 
proyecto de ley y finalmente dl mismo adviene a la de- 
cisión de la Asamblea General. En este caso nos encon- 
tramos con el texto del artículo 135 de la Constitución 
que señala una solución concreta. Al margen de lo que 
estamos refiriendo conviene expresar que los cuerpos de 
origen constitucional -—como es el caso del Poder Ejecuti- 
vo y de las Cámaras— sólo pueden actuar dentro dél cam- 
po expresamente fijado por la Constitución de la Repú- 
blica. Entendemos que cuando se trata de un proyecto de 
ley que está en tratamiento a nivel parlamentario, en el 
desencuentro O enfrentamiento de las soluciones de las 
Cámaras, la Constitución de la República, en su artículo 
135 prevé, por una mayoría de dos tercios de sufragios, 
que es facultad de la Asamblea General modificar los 
proyectos, aceptando la posición de una u otra Cámara O, 
inclusive —y el texto constitucional establece una solu- 
ción concreta— aprobar un nuevo proyecto de ley. Cuan- 
do se estudia el trámite correspondiente en los casos en 
que el proyecto fuese devuelto por el Poder Ejecutivo, 
con objeciones u observaciones, no se prevé una solución 
alternativa como es la de un nuevo proyecto o texto le- 
gal, sino que meramente condiciona el pronunciamiento 
de la Asamblea General a la obtención de una mayorís. 
determinada de tres quintos de miembros... 


(Murmullos) 

(Campana de orden) 

SEÑOR PRESIDENTE. -—— Discúlpeme, señor legisla- 
dor. — El murmullo reinante en Sala no corresponde a 
la diferencia con que debe ser atendida la exposición 
de un señor legislador que está haciendo uso de la pa- 
labra. 

Puede continuar, señor legislador. 

SEÑOR TOURNE. — Gracias, señor Presidente. 

Señalo que el artículo 138 de la Constitución no es- 


tablece una solución similar a la del artículo 135, lo que 
no supone una omisión u olvido del constituyente, sino 
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que pretende que se apliquen soluciones diferentes a Ca- 
sos distintos. Por lo tanto, en el desencuentro que existe 
entre las ramas parlamentarias en torno a un proyecto, 
admite la presentación de un tercero y no lo desecha. En 
cambio en este otro caso el contemplado por el artículo 
"138, el texto establece claramente esta característica que 
acabo de señalar, es decir, que desecha la posibilidad de 
un tercer proyecto. Este es para mí un argumento fun- 
damental junto con los que hemos señajado en torno, 
precisamente, a que las facultades de la Asamblea General 
determinan que deba verificarse un pronunciamiento en 
el día de hoy, aceptando o rechazando, votando noml- 
nalmente por sí o por no las objeciones u observaciones 
del Poder Ejecutivo. En consecuencia, entramos en el 
análisis de cuál es la posición del Partido Nacional res" 
pecto a este veto del Poder Ejecutivo. 

Me remito integramente a las manifestaciones formu- 
ladas por el señor legislador Porras Larralde, las que me 
eximirían de toda consideración al fespecto, ya que las 
razones de inconstitucionalidad qug aportó en su Men- 
saje el Poder Ejecutivo no son valederas ni resisten un 
análisis del texto constitucional, relacionándolo con el 
texto de las normas establecidas qn el proyecto de ley 
de emergencia, que validan perfectamente, vuelvo a re- 
petir, estas soluciones de carácter legislativo. Además no 
podemos ser indiferentes respecto a las razones de mé- 
rito o de fondo que determinan un pronunciamiento fa- 
vorable ante este proyecto que reroge soluciones para es- 
te dramático problema y para esta situación crítica. 


En mi criterio, existe otra razón que aportaría al 
conjunto de lo que ya, en manera abundante, se ha ma- 
nejado en este Cuerpo por el señor legislador Porras La- 
rralde y, concretamente —lo señalo por la calidad de su 
argumentación— por el legislador del Frente Amplio, se- 
ñor Cassina. 


El estudio de este proyecto de ley fue extremada- 
mente largo y complejo. Originariamente se analizó en la 
Cámara de Representantes y, luego de arduas deliberacio- 
nes y de tratar de poner a punto o de colocar el reloj de 
la voluntad política en torno a un mismo meridiano, se 
logró una solución de consenso que hizo factible la apro- 
bación de un proyecto casi prácticamente por la unani- 
midad de los señores representantes. 


- Con posterioridad, en el Senado de la República, co 
menzó otra etapa igualmente ardua y difícil, por cuanto 
hubo enfoques diversos sobre las soluciones que debían 
encontrarse, fundamentalmente, en los puntos difíciles, 
como el que se relaciona con la rebaja en €l precio de los 
alquileres y tratar de adecuar la Unidad Reajustable a la 
situación crítica que se vive en el país, y frenar su alza 
desmedida e incontenible que ha producido un profundo 
«desequilibrio a nivel de las economías de los hogares uru- 
guayos. 


Los puntos de vista aportados por el Senado, también 
fueron el fruto de un acuerdo de los partidos políticos in- 
tegrarites de ese Cuerpo. El proyecto fue votado práctica- 
mente —salvo en algunas pequeñas normas— por todos 
los integrantes de los tres Partidos, por casi la unanimi- 
dad de los señores senadores — vuelvo a repetir-— que 
participaron en su sanción. 


Luego comienza una nueva etapa en la Asamblea 
General para tratar de superar el enfrentamiento entre 
la Cámara de Representantes y la Cámara de. Senadores. 
AMí, surgió un nuevo proyecto de consenso, manifestando 
una voluntad categórica del país, de aportar en los tér- 
minos más breves posibles, una solución a este problema. 


Más adelante, constituyó una verdadera sorpresa para 
el país, que el Poder Ejecutivo, teniendo representantes 
de tan alto nivel y jerarquía dentro de los cuerpos parla- 
mentarios, con un partido que colaboró y participó direc- 
tamente y en forma afanosa, con verdadero empeño, en 
la discusión, en el análisis e incluso en el aporte de so- 
luciones a este proyecto de ley de arrendamientos urbanos 
en los distintos niveles de la Cámara de Representantes, 
de la Cámara de Senadores y de la Asamblea General, 
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se apartara de una larguísima tradición en el país. Digo 
esto porque, las leyes de alquileres se analizan, se deter- 
miínan en su texto, y en sus soluciones, en los distintos 
niveles parlamentarios que es doríde está la representa- 
ción más amplia y la mayor capacidad de «análisis. 


Esta tradición se ha seguido en el curso de todo este 
siglo. Prácticamente, sucedió así desde la primera ley 
que surgió en los albores de los años 1920 o 1922, donde 
se aportaron determinadas soluciones a la temática de 
alquileres. Más tarde, tenemos el proyecto de fondo del 
año 1927, y así sucesivamente aconteció en las distintas 
leyes que se fueron dictando con posterioridad a la pri- 
mera y a la segunda Guerra Mundial y a las adecuacio- 
nes que se hicieron en los años 1948, 1953 y 1964, 


En todos los easos fue el Parlamento el que trabajó 
profundamente en este tema. Apelo al recuerdo de tantos 
legisladores que han dcupado estas bancas anteriormente, 
en diversos períodos legislativos, en los que el Poder 
Ejecutivo, en todos los casos, a lo sumo, si era necesaria 
su iniciativa la dió para complementar algunos de los as- 
pectos de estos textos legales. Siempre fue una tradición 
del país, que las leyes de alquileres eran una materia 
que no tenía, otro ámbito más adecuado ni posible que el 
Parlamento. El Poder Ejecutivo limitaba su acción, ha- 
ciendo llegar a través de los representantes en el Parla- 
mento, sus puntos de vista, en una labor de complemento, 
de cooperación o de colegislación a los fines del mejora- 
miento del texto legal. Pero no se recuerda que se haya 
vetado un proyecto de ley de alquileres como una de las 
formas de pronunciamiento del Poder Ejecutivo. 


Quiere decir, que de acuerdo a la forma en que se 
procedió en la sanción de este proyecto de ley —que lle- 
gó al Poder Ejecutivo para su promulgación, luego, repito, 
de un importante análisis parlamentario en etapas que 
realmente resultan extraordinarias a nivel de cualquier 
proyecto de ley— y en lo que ha sido la tradición del 
país en esta materia, resulta indudable que podemos afir- 
mar que contamos con un texto que representa un punto 
de vista mayoritario del país que satisface sus inquietu- 
des y sus necesidades. 


No se trata de que podamos encontrarnos con el texto 
de un proyecto de ley de alquileres perfecto, que pueda 
concitar la unanimidad de todos los sectores del país, de 
los Partidos políticos o, individualmente, de los señores 
representantes. Sería prácticamente imposible o ilusorio 
ro en la existencia de un texto con estas caracte- 
rísticas. 


Creimos que este texto legal representaba un acuer- 
do de los partidos políticos, de la voluntad pública, de la 
opinión general, y que, por lo menos, era una mantra de 
amparar a las grandes mayorías nacionales. 


Lamentablemente, este veto del Poder Ejecutivo, por 
todas las razones de carácter político que dejo señala- 
das —por las razones fundamentales, ubicadas o basadas 
en el análisis de las observaciones hechas por el Poder 
Ejecutivo, tanto en lo referente a la inconstitucionalidad 
de algunas disposiciones del proyecto, como a los térmi- 
nos generales con que se encara una manera de estar 
perjudicando a vastos sectores sociales— es algo que no 
compartimos y que, desde todo punto de vista, desconoce 
la obra reparadora que este proyecto significa para vas: 
tísimos sectores sociales del país, 


Podría continuar con mi exposición, pero creo que de- 
bemos obviar a la Asamblea General la reiteración de ar- 
gumentos que, en este sentido —vuelvo a repetir— ya fue- 
ron expuestos largamente. 


De esta manera, quiero señalar a la Asamblea Gene- 
ral, que la posición del Partido Nacional, del Directorio 
del mismo y de los legisladores qué lo integran, es votar 
en contra y rechazar las observaciones u objeciones del 
Poder Ejecutivo. 


Por último, quiero referirme a que, ante esta tesi- 
tura —haciendo una evolución de las mayorías parlamen- 
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tarias— nos encontramos con la imposibilidad de obtener 
un pronunciamiento que permita una decisión sobre el 
fondo de este problema. No se pueden lograr los tres 
quintos de votos, si algún Partido está en contra de la so- 
lución; entonces, estas mayorías parlamentarias, práctica- 
mente imponen al Parlamento una solución de consenso, 
en la que esté representada la voluntad general y mayo- 
ritaria de los partidos políticos. 


En este estado y en esta alternativa, la preocupación 
intensa de los integrantes de esta Comisión de Trabajo 
designada por la Asamblea General, fue, precisamente, 
señor Presidente, el encontrarnos enfrentados a la dura 
realidad de que el veto del Poder Ejecutivo colocó al país 
en la encrucijada de no obtener una solución para €l 
problema de los alquileres. 


Por lo tanto, señor Presidente, se ha entendido que 
pueden haber algunos puntos de vista comunes; pero hay 
que trabajar en esta materia. Hay que trabajar en térmi- 
nos perentorios, breves, para lograr una solución que per- 
mita poner tranquilidad y brindar una solución reparado- 
ra para los sectores sociales vinculados a este inmenso 
problema de la vivienda y al gran drama social de los 
desalojos en el país. : 


Por eso, señor Presidente, la Comisión va a aconsejar 
oportunamente -——para el caso de comprobar una decisión 
negativa desde su punto de vista que permita superar la 
instancia que está viviendo el país y cuya solución tiene 
en sus manos el Parlamento— la integración de un grupo 
de trabajo representativo de los Partidos Políticos, con la 
finalidad de que, a los niveles correspondientes, trate de 
aunar las iniciativas, que luego, por el trámite normal de 
un proyecto de ley proveniente de la Cámara de Senado- 
res O de Representantes, y la alternativa sustitutiva, en 
los términos más breves posibles, permita encontrar un 
camino de salida. 


En concreto, señor Presidente, resultó prácticamente 
imposible trabajar en esta materia a través de un proyec- 
to porque la Asamblea General no tiene potestades para 
presentar un proyecto de alternativa. La Comisión, reco- 
nociendo esta realidad, consideró que debía tomarse el 
camino de que los partidos asuman su responsabilidad en 
torno al veto. 


Para terminar, señor Presidente, el Partido Nacional 
señala que su posición política le indica que la única te- 
situra que en estos momentos refleja: un sentido de res- 
ponsabilidad ante esta realidad es el voto en contra a las 
observaciones del Poder Ejecutivo. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Rossi Pasina. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: causó 
asombro el veto interpuesto por el Poder Ejecutivo al Pro- 
yecto de Ley sobre Arrendamientos Urbanos sancionado 
por esta Asamblea General el 2 de Octubre próximo pasa- 
do. La Cámara de Representantes, no bien se instaló, cons- 
tituyó de inmediato una Comisión especial para tratar el 
tema de los alquileres urbanos. 


La situación especial de la relación inquilinos-propie- 
tarios, de acuerdo a la realidad económica que vivía el 
país, iba desdibujando la aplicación de los reajustes men- 
“suales que mes a mes iban subiendo y los hacian inalcan- 
zables para la economía particular de los inquilinos, y dio 
lugar a que existiera la realidad de los acuerdos privados 
de propietarios e inquilinos, que traían como consecuentia 
una rebaja en la aplicación del índice de reajuste men- 
sual. Eso dió lugar a una costumbre que se fue generali- 
zando y llegó a documentarse no sólo en las tratativas 
particulares sino aún en aquellas oficinas que administran 
alquileres y que en su cartera tenian un número impor- 
tante de contratos. Eso era moneda corriente y llegaron 
a instrumentarse locumentos que tenían circulación nor- 
mal, en los cuales inquilinos y propietarios tratando de 
salvar el inconveniente económico, la realidad de la eco- 
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nomía que se vivía, documentaban una rebaja sensible en 
la aplicación del índice de reajuste que daba lugar al in- 
eremento de los alquileres, 


De esa manera el Parlamento, siendo sensible a la 
realidad económica, trató de regular, mediante normas 
legales, esa situación y fue así que luego de siete meses 
de trabajosa acción, de intensa labor, en la Cámara de 
Representantes, una numerosa Comisión integrada por 
todos los sectores políticos logró llegar a un acuerdo en 
cuanto al sistema de reajustes de esta ley de emergencia, 
que habían concertado los partidos políticos antes de int- 
ciarse la labor legislativa. Así se llegó a un proyecto en 
el que hubo consenso y fue aprobado rápidamente por di- 
cha Cámara. Luego siguió la alternativa en el Senado, 
volviendo el proyecto nuevamente a la Asamblea General. 
Los integrantes de las Comisiones Redactoras del proyec- 
to de ley que luego sancionó la Asamblea General el 2 
de octubre próximo pasado, continuando con su respon- 
sabilidad en el trabajo, lograron ir limando las distintas 


diferencias que tenían en cuanto a los criterios a aplicar. 


Este proyecto de ley no sólo tomaba en Cuenta el 
problema de los reajustes sino también la situación de 
los asentamientos marginales. Asimismo consideraba la 
posición de las personas inscriptas en el RAVE a los efec- 
tos de obtener su propio techo, a través del artículo 23; 
por el que se posibilitó un mecanismo del Banco Hipote- 
cario del Uruguay para poder acceder a su vivienda. Tam- 
bién se establecieron distintas medidas como las relacio- 
nadas con los fiadores y lo relativo a buscar de una vez 
por todas que los legisladores tuviéramos los elementos 
seguros y serios que nos dieran la posibilidad de saber 
cuál era la situación de ocupación de la vivienda urbana 
y suburbana. 


La labor de los legisladores siempre ha estado, hasta 
el momento, basada en los elementos que nos aportan 
los propios interesados, ya sean inquilinos o propietarios. 
No poseemos ningún registro, estadística o elemento ofi- 
cial que nos permita ver cuál es la realidad ocupacional 
de la vivienda urbana y suburbana. Hasta ahora nos he- 
mos manejado con elementos plenamente subjetivos. Ello 
dió lugar a que por la ley tratáramos de regular un sis- 
tema especial creando un registro que Jevaría la Direc- 
ción General de Catastro y que nos daría los elementos 
necesarios para que, cuando tuviéramos que abordar la 
ley definitiva sobre arrendamientos urbanos, contáramos 
con elementos serios para realizar una labor responsable. 


El veto del Poder Ejecutivo fue totalmente tempora- 


“rio; Jo único que trajo fue más incertidumbre y descon- 


cierto en la relación propietario - inquilino, Asimismo 
ha traído una perturbación en el mercado de los alquile- 
res, que ya estaba bastante distorsionado, no soló por la 
realidad económica que está viviendo el país, sino por la 
expectativa de la nueva ley de emergencia que se iba a 
aprobar. Mes a mes, día a día, se estaba esperando la san- 
ción de este proyecto de ley de emergencia. Cuando se 
aprobó el 2 de octubre, hubo una distensión en la relación 
inquifino-propietario y se pensó de inmediato que ya se 
podían regularizar los diferentes casos. Sobre todo nació 
la esperanza de que se hiba a encarar definitivamente el 
problema de los alquileres cuando la Cámara de Represen- 
tantes, en una de las primeras sesiones siguientes a la de 
Ta Aramblea General, nombró de inmediato una Comisión 
especial de alquileres para estudiar la nueva ley que tanto 
necesita el país. 


Por lo tanto, señor Presidente, consideramos absoluta- 
mente desacertada la medida adoptada por el Poder Eje- 
cutivo, que si bien puede impugnar algunos artículos con 
la tacha de inconstitucionales, podría haber realizado el 
veto parcial' de los mismos, pero no haber vetado total- 
mente la ley sobre todo en lo que regulaba la parte más 
conflictiva y que todo el mundo estaba esperando, que era 
lo relativo a los reajustes de los alquileres. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, la Unión Cí- ' 
vica va a votar por el levantamiento del veto interpuesto 
por el Poder Ejecutivo al Proyecto de Ley de Arrenda- 
mientos Urbanos sancionado el 2 de octubre de 1985. 
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Por otra parte, teniendo en cuenta que la Constitución 
no da a la Asamblea General la posibilidad de la inicia- 
tiva legislativa —por lo que no podría presentar un nue- 
vo proyecto— manifestamos nuestra adhesión a la reco- 
mendación de que los partidos políticos .se comprometan a 
nombrar, de inmediato, una nueva Comisión integrada por 
siete miembros: cuatro diputados y tres senadores. De esta 
forma esperamos que, rápida y terminantemente, se pueda 
instrumentar una nueva ley de emergencia que recoja los 
elementos menos conflictivos y los más necesarios para 
reglamentar la materia de la ley que ha sido vetada. 


Lo expuesto es el fundamento de voto de la bancada 
de la Unión Cívica en relación al proyecto que estamos 
considerando. - 


Nada más. 


SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: como inte- 
graute de esta Comisión Bicamera] —¿unto al señor legis- 
lador Cassina, en representación del Frente Amplio— ex- 
pondré el pensamiento de nuestra coalición. En primer 

. lugar, y simplemente a título de informe, diremos cuál es 
nuestra postura en torno a lo actuado por la Comisión. 


Tal como se ha expresado en Sala, la Comisión analizó 
tres temas fundamentales. En principio, estudiamos la po- 
sibilidad de elevar un nuevo proyecto de ley en razón de 
que, como todos sabemos, aparentemente la Asamblea Ge- 
neral no podrá levantar el veto del Poder Ejecutivo en el 
día de hoy por no contar con los votos necesarios, o sea, 
tres quintos del total. Por ese motivo, repito, la Comisión 
analizó un posible proyecto de ley intentando lograr el 
consenso. 


En esta materia considero necesario realizar una pun- 
tualización. Días pasados, concretamente el jueves de la 
última semana, la opinión pública de nuestro país recibió 
un informe de los siete integrantes de la Comisión, en el 
que se anunciaba que la misma había estado estudiando 
un posible proyecto de ley. Pero no se dijo solamente eso; 
también se manifestó que en el seno de la Comisión, por 
unanimidad, se había acordado mantener el espíritu de la 
ley aprobada por la Asamblea General y vetada, luego, 
por el Poder Ejecutivo. Señalamos, inclusive, que sobre 
los capítulos fundamentales existía total acuerdo y que 
estábamos dispuestos a mantener, hasta en forma textual, 
un gran número de los artículos que componen el proyecto 
de ley. Debemos aclarar que en esa jornada ninguno de los 


integrantes de la Comisión había pensado que la Constitu-' 


ción no permite a la Asamblea General, por iniciativa pro- 
pia o de una Comisión, consagrar una ley, es decir, que no 
tiene iniciativa legislativa. Este fue el error que cometi- 
mos el pasado jueves. 


Esa mala interpretación fue lo que nos hizo manifes- 
tar públicamente nuestra conformidad con el acuerdo que 
se había establecido en principio. Debo aclarar que no to- 
“dos los legisladores hablaron en nombre de sus partidos, 
sino que algunos lo hicieron a título personal, pero con 
eso se iniciaba un buen camino, 


La Comisión no pudo reunirse en lía lunes ——<omo lo 
había previsto — y tampoco el martes; recién lo hizo esta 
tarde y, cabe señalar, fue en esa ocasión que confirmamos 
lo que habíamos escuchado a través de distintos medios 
de comunicación en relación a que se habría producido 
una variante en la postura de la bancada del Partido Co- 
lorado. Es decir, que podrían existir modificaciones, por 
lo que quizás, en el futuro, no se mantenga integramente 
el espíritu de aquella ley. Debemos manifestar esto por- 
que, naturalmente, también puede cambiar nuestra opinión 
al observar las diferencias con que nos vamos a encontrar 
cuando otra Comisión —si es que se aprueba el criterio 
que aconseja ésta— analice un nuevo proyecto de ley. 


Debo señalar desde ya, que puede resultar difícil lo- 
grar un acuerdo porque el Frente Amplio querrá mantener 
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íntegramente, por lo menos el €», 
que no podemos conservar su articulaau 
bado por la Asamblea General. 


El segundo punto que analizó la Comisión, fue el futu- 
ro y en ese aspecto, no voy a extenderme, dado que ya lo 
han hecho otros señores legisladores. 


Lógicamente, el último tema estudiado por la Comi- 
sión fue el de qué hacer en esta jornada: si levantar o 
no el veto del Poder Ejecutivo. Es sobre este aspecto que 
la Comisión tiene el deber de informar. 


Tal como lo expresara en la Cámara de Senadores el 
señor legislador Ricaldoni, en el seno de la Comisión se 
decidió que cada partido político manifestara su pensa- 
miento, porque no logramos consenso en la materia. 


Por supuesto, el Frente Amplio va a mantener la po- 
sición que sostuvo días pasados, cuando la Asamblea Ge- 
neral recibió el veto interpuesto por el Poder Ejecutivo. 
Eso es lógico. Sobre esta materia ——quizá por los mismos 
argumentos, aunque tal vez con alguna diferencia—- en 
Comisión, nuestra posición coincidió con la del Partido 
Nacional y con la de la Unión Cívica. Es decir que en el 
caso concreto del veto, sólo los legisladores que represen- 
tan al Partido Colorado sostienen que el mismo no debe 
ser levantado. Nosotros entendemos lo contrario. 


Sobre este punto, deseamos realizar alguna reflexión, 
ya que el veto del Poder Ejecutivó nos sorprendió absolu- 
tamente a todos, inclusive a los propios legisladores del 
Partido Colorado. * 


Después de trabajar tanto tiempo sobre esta materia 
— desde antes de instalarse el gobierno democrático— y 
habiendo contado en la Asamblea General, con la iniciati- 
va y los votos de gran parte de la bancada del Partido 
Colorado, nadie podía suponer que el trabajo parlamenta- 
rio de tantos meses podía quedar en el camino por el sim- 
ple hecho de que el Poder Ejecutivo no había expresado 
a sus propios legisladores, en todo ese tiempo, cuál era su 
pensamiento. Esto debe quedar bien claro. Legisladores del 
Partido Colorado contribuyeron, en gran medida, en la 
redacción del proyecto de ley que se aprobara en esta 
Asamblea General, con una extraordinaria mayoría de vo- 
tos. 


Este veto sorprende, sin embargo, a esta altura, y lue- 
go de los últimos acontecimientos, no nos asombraría tan- 
to, porque ya ha habido varias sorpresas seguidas, Pode- 
mos señalar, por ejemplo, algo que todos conocemos y que 
tuvo lugar hace pocas horas en la Cámara de Represeñn- 
tantes: el señor Presidente de la República manifiesta al 
señor Ministro del Interior que puede concurrir a Sala y 
expresar que, aunque richo Cuerpo considerara insuficien- 
tes sus explicaciones, igualmente se mantendría en su 
cargo. 


Reitero, entonces, que por ser tan seguidas las sorpre- 
sas, ya dejan de serlo. 


Le rogaría al señor Presidente que me amparara en el 
uso de la palabra, ya que hay mucho murmullo en Sala. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: el se- 
ñor legislador Araújo reclama silencio para continuar con 
su exposición. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: deseo expresar 
que me hubiera agradado que esta llamada de atención la 
hubiera formulado la Mesa, sin necesidad de mi pedido, 
tal como aconteció en otras oportunidades. 


Entiendo que este problema merece un análisis- a los 
efectos de saber qué es lo que está sucediendo. De acuer: 
do con mi criterio, el Poder Ejecutivo no admite la reali- 
dad que todos advertimos en este país. Este Poder entiende 
o actua como si contara con el 51% de los votos del Par- 
lamento y como si hubiera recibido la mayoría de los 
sufragios en las últimas elecciones. Todos sabemos que esto 
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no es así, porque conocemos la realidad: el Partido Colo- 
rado es la minoría mayor, pero no la mayoría del país. Y 
cuando se es la minoría mayor, considero que es impres- 
cindible la concertación, concepto que habíamos manejado 
todos los partidos políticos. No se trata de un invento 
casual, sino de algo que el país necesitaba para poder sa- 
lir de la dictadura y dar estabilidad a la democracia. Si 
esto antes era necesario, creo que después de conocidos los 
resultados electorales, lo es aún más. 


Reitero que el partido de gobierno no tiene la mayo- 
ría de los integrantes de las Cámaras y, por lo tanto, le es 
imprescindible llegar a un acuerdo con los demás partidos 
políticos. 


Evidentemente, en materia de arrendamientos, había- 
mos llegado a ese acuerdo pero, más tarde, el Poder Ejecu- 
tivo decide —-lo que a mi juicio es una pulseada— desco- 
nocer el pronunciamiento de la inmensa mayoría del 
Parlamento, esto es, ignorar a la inmensa mayoría de la 
opinión pública aquí representada. 


Entiendo que esto debe decirse, porque es evidente 
que el Poder Ejecutivo va a tener que revisar su actuación. 
Debe hacerlo, porque no es posible vetar, de improviso y 
para sorpresa de todos, un proyecto de ley largamente ma- 
durado y elaborado a nivel parlamentario. Además, creo 
que no es admisible que el Poder Ejecutivo resuelva 
mantener en su cargo a un señor Ministro del Interior, a 
pesar del pronunciamiento mayoritariamente adverso de la 
Cámara de Representantes. - 


En consecuencia, señor Presidente, entiendo. que es 
necesario concertar y tener en cuenta, nos guste o no, las 
opiniones de los demás sectores y la del resto de la ciu- 
dadanía representada por otros partidos políticos que en 
suma, configuran la mayoría. El Partido Colorado se in- 
digna porque en determinado momento se dan coinciden- 
cias —ni siquiera acuerdos, que también son posibles— 
entre distintos partidos, formando una mayoría circunstan- 
clal, y dejando al Partido Colorado en su verdadera posi- 
ción de minoría. 


Creo que esto debe quedar bien claro. El partido de 
gobierno, por ejemplo, no puede pretender que sus deci- 
siones deban ser aceptadas y mantenidas por los demás 
partidos. Si el Partido Colorado es fondomonetarista —no 
digo que lo sea— deseo dejar bien claro que el Frente 
Amplio no está de acuerdo con esa posición y tampoco está 
dispuesto a mantener esa postura. Si el Gobierno desea 
beneficiar a determinados sectores —lo podemos ver a tra- 
vés de su política económica— como por ejemplo a la 
Banca, el Frente Amplio no está dispuesto a apoyar esa 
decisión. A su vez, no pretendemos que el Partido Colora- 
do acompañe la línea económica del Frente Amplio. Tene- 
mos plena conciencia de que representamos a una minoría 
menor, pero lo que deseamos es que, en el momento de 
AS un tema importante en el país, se tenga en 
cuenta... 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? : 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: he solicitado 
una interrupción al señor legislador Araújo, porque he 
podido apreciar que formula afirmaciones a propósito de 
lo que él entiende es el Partido Colorado. Expresa que con 
respecto a la ley de alquileres, nuestro partido es fondo- 
monetarista, mientras que el Frente Amplio tiene una po- 
- Sición totalmente diferente. 


Dado que esta sesión se transmite por radio, se deben 
aclarar algunos conceptos, por aquello de que “el que Ca- 
lla, otorga”. 


Entiendo que el Partido Colorado ha actuado, en esta 
materia, con toda claridad. De la misma forma procedió en 
la campaña preelectoral y en la etapa de concertación en 
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la que, inclusive, el Frente Amplio se manifestó partidario 
de renegociar la deuda externa. En esta materia, nuestro 
partido mantiene una posición similar a la inmensa mayo- 
ría de los gobiernos del mundo y ha adoptado una actitud 
que entendemos buena y honorable para el país. Contamos 
no sólo con el apoyo del Gobierno de la República Argen- 
tina, sino también con el de un conjunto importante de 
gobiernos socialistas que integran entre otros el Fondo 
Monetario Internacional y que como es lógico negocian 
con él y pagan sus deudas. 


En consecuencia, entiendo que no se pueden dejar pa- 
sar por alto las manifestaciones formuladas a la ligera en 
esta Sala, porque pueden producir una gran confusión, 
sobre todo por falta de información. Si lo que se procura 
en este momento es discutir la ley de alquileres, así lo 
haremos; pero si lo que se intenta es conocer la actitud 
de cada uno de los partidos respecto a la refinanciación de 
adeudos, al Fondo Monetario Internacional, y demás or- 
ganizaciones mundiales, no tendremos inconveniente en ex- 
plicarla. Asimismo, podremos discutir el proceder de aque- 
llos que manifiestan que no van a pagar, aunque después 
lo hagan, y la actitud de los que quieren una moratoria, 
pero más tarde cumplen con sus obligaciones. Considero 
que de embarcarnos en estos temas, estaríamos fuera del 
cauce natural que debe tener la sesión de esta noche, que 
es resolver el problema de los alquileres, lo más rápida- 
mente posible, aprobando, en primer lugar, una ley que 
contemple, nuevamente los puntos de vista de todos los 
sectores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — En primer término, y en breve 
respuesta al señor legislador Batlle, no se trata de mante- 
ner aquí lo que uno dice por radio, ya que en definitiva 
yo lo expreso a través de una sola radio. En ese sentido, 
lo envidio al señor legislador que tiene posibilidad de dis- 
poner de varias radios, canales de televisión, y medios de 
prensa de gran tiraje. Lamentablemente, nosotros no dis- 
ponemos de ello con la misma asiduidad, ... 


SEÑOR BATLLE. — Eso es falso. El señor legislador 
habla mucho más que yo en todos lados. 


SEÑOR ARAUJO. — El señor legislador Batlle reali- 
za una afirmación que espero se confirme en los hechos, 
puesto que en este momento se podría demostrar lo con- 
trario. 


Con respecto a las referencias que se hicieron acerca 
de la deuda externa, entiendo que debemos ser muy cla- 
ros. Es verdad que el Frente Amplio entendió que era 
necesario refinanciar la deuda externa y dialogar, pero 
también es cierto que nosotros expresamos que respecto a 
ese tema no se debían seguir los canales corrientes, que, 
lamentablemente, fue lo que ocurrió. Así fue como se 
recurrió a determinados mecanismos con los que no esta- 
mos de acuerdo. 


Vamos a referirnos exclusivamente a la ley de alqui- 
leres y no al tema de la deuda externa ni interna —pro- 
blema en el cual entendemos que se debe protejer al apa- 
rato productivo, mientras otros partidos consideran que no 
se debe actuar de esta forma— para no hacer ninguna 
alusión política, a los efectos de no conceder nuevas in- 
terrupciones. 


Con respecto a la Corporación para el Desarrollo, nues- 
tra voluntad fue prácticamente desconocida. Este asunto 
no va a ser discutido por nosotros, pues nos referiremos 
específicamente a la ley de emergencia de alquileres. En 
esta materia, debemos decir que nos mantenemos absolu- 
tamente en un todo con lo que manifestamos, junto con 
algunos legisladores del Partido Colorado, con los que 
habíamos coincidido en la elaboración de ese proyecto de 
ley. En él han trabajado varios constitucionalistas y, sin 
embargo, luego surgieron una serie de afirmaciones que 
nada tienen que ver con las manifestaciones del Poder 
Ejecutivo, y que no han sido compartidas por la totalidad. 
Entendemos que la disciplina partidaria es una actitud co- 
rrecta y que quienes deseen actuar de esa forma, pueden 
hacerlo, hecho que aplaudimos, 
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Sin embargo, debemos expresar que el Frente Amplio 
mantiene su postura en todo sentido. Esa postura del 
Frente Amplio representa una buena parte de la voluntad 
popular y también la del Partido Nacional, incluso más 
que la nuestra, así como la de la Unión Cívica también 
forma parte de esas opiniones que deben ser consultadas y 
no desconocidas por el Poder Ejecutivo, que no tiene más 
que el 40% de los representantes y de los votos del país. : 


Esto es, en definitiva, lo que queremos señalar como 
breve análisis del cómo y del porqué de lo incomprensible 
de este veto. 


Como se ha dicho en más de una oportunidad, en este 
país se han consagrado ciento veinte leyes de arrenda: 
miento y creo que ninguna de ellas —pese a que esta es 
de emergencia— recibió el tratamiento prolongado que tu- 
vo ésta y que, en definitiva, hizo que muchos representan- 
tes y senadores integrantes de la Comisión Bicameral 
trabajaran en su estudio. En ningún momento se pudo 
conocer, ni siquiera por los hombres del Partido Colorado, 
la opinión del Poder Ejecutivo, ni porqué sobrevino este 
veto, o qué se quiere mantener en este caso. 


Nos da la impresión de que se trata de un intento de 
pulseada por parte del Poder Ejecutivo, que al país le pue- 
de costar muchísimo y que, a los inquilinos e inclusive a 
los pequeños y medianos propietarios ya les está costando 
demasiado porque el Gobierno en ningún momento tomó 
la iniciativa en esta materia. 


No queremos extendernos sobre los fundamentos que, 
con brillo, expresó el señor legislador Cassina días pasados 
en esta Sala, en nombre del Frente Amplio; pero es evi- 
dente que esta ley, ya aprobada por la Asamblea General, 
merece mantener su vigencia. En este sentido, mantendre- 
ree Eryel el final la postura que asumimos desde el primer 
instante. 


Esta ley no es del Frente Amplio, como tampoco del 
Partido Nacional o de la Unión Cívica; ni siquiera del Par- 
tido Colorado. Es la ley de todos, y la consagramos cedien- 
do todos un poco. 


No es posible que ahora, en esta materia, el Poder 
Ejecutivo, que es co-legislador, interprete que aquí sólo de- 
be reinar su voluntad. Esto no es posible. ¿Qué está pa- 
sando con los arrendatarios, con la gente que pierde hoy su 
vivienda, que este mes tuvo que sufrir un 72% de ajuste? 


Desde luego que vamos a colaborar para que todo se 
arregle rápidamente. 


Si el señor Presidente entiende que debemos pasar a 
cuarto intermedio, yo mismo mociono en tal sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay razón alguna para 
pasar a cuarto intermedio. 


SEÑOR ARAUJO. — Perfectamente. $ 

En esta materia, entonces, el Frente Amplio no sólo va 
a intentar hoy el levantamiento de este veto sino que, des- 
de ya y por todos los medios, tratará de que, en caso de 
que no se obtengan los tres quintos de votos para levantar 
el veto, nos pongamos a redactar un nuevo proyecto de 
ley. Eso debemos dejarlo bien en claro. A este proyecto de 
para que el espíritu de esta ley se mantenga intacto. 


Debemos tener en cuenta cómo surgió esto, por qué se 
Hlegó a establecer la necesidad de un proyecto de ley de 
emergencia. 


Como hoy señalábamos, este acuerdo se estableció an- 
tes de que asumiera el Gobierno democrático. Mucho antes 
se trabajó en este tema y el 12 de febrero se determinó la 
necesidad de una ley de emergencia que pudo ser un pe- 
queño proyecto, pero que luego se transformó en una ini- 
cCiativa más completa, porque transcurrieron siete meses 
y hubo que contemplar otras situaciones. 


Aquí se habla de la brevedad del proyecto. Pensamos 
que la extensión no hace a su contenido. El hecho de que 
sea breve o extenso no lo transforma en una peor o mejor 
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ley. Eso debemos dejarlo bien en claro. a este proyecto de 
ley —ya aprobado por el Parlamento— no le-sobra nin- 
gún artículo; quizá todavía le falte algún elemento. 


Reiteramos que en este tema todos estuvimos de acuer, 
do porque debemos darle tranquilidad a la opinión pública 
en el sentido de que hay un número suficiente de legisla- 
dores que entienden que esta ley debe mantener el espiritu 
que realmente contiene, si es que en la tarde de hoy no po- 
demos —<como intentaremos— levantar el veto interpues: 
to por el Poder Ejecutivo. 


Es evidente que el Poder Ejecutivo debe reconsiderar, 
a esta altura, su posición manifiesta. Aquí, todos tenemos 
el compromiso de darle estabilidad a este Gobierno demo- 
crático. Todos entendemos que el Poder Ejecutivo siente 
esa responsabilidad, pero también nosotros. Creo que no le 
hace bien al país, de manera alguna, que el Poder Ejecu- 
tivo enfrente, en cierto sentido, al Parlamento Nacional, 
desconociendo su opinión, cuando trabajamos en esta ley 
hombres de todos los Partidos Políticos. 


Pensamos que al Partido Colorado le hace falta refle- 
xionar, porque lo de la concertación no es un invento, sino 
que obedece a una necesidad. Se habla de la opinión favo- 
rable que hemos recogido a nivel internacional, puesto que 
la gente se sorprende y advierte la bondad de esta concer- 
tación; pero, concertemos también en lo interno; concer- 
temos en relación a la política exterior, pero, también, en 
lo que tiene que ver con la política interna. Vamos a ha- 
cerlo en serio, para que nuestras coincidencias no sólo se 
den en materia internacional, sino también en otros aspec- 
tos de la vida interna del país. 


No se trata, reiteramos, de que nosotros queramos im- 
ponerle al Partido Colorado —lejos de nosotros está esta 
intención— nuestros puntos de vista. Yo no le daría las 
bases programáticas del Frente Amplio, porque sé que no 
las llevaría adelante y porque no sería nada más que un 
atrevimiento. El Partido Colorado tiene otra posición. Ade- 
más, si lo hiciera, el señor Presidente se negaría de inme- 
diato, a aceptarlas porque tenemos posturas distintas. El 
Partido Nacional y la Unión Cívica también tienen las su- 
yas. Cada uno de nosotros mantiene una posición diferente. 
Vamos a ceder todos un poquito en razón de la necesidad 
de darle estabilidad al Gobierno democrático; Todos vamos 
a defender las instituciones democráticas. 


SEÑOR CASSINA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR ARAUJO. — Sí, con mucho .gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — El señor legislador Araújo re- 
clama, con razón, que concertemos en serio. Y su plantea: 
miento no tiene nada de irrespetuoso o de inconsistente, 
porque ocurre que, en este tema de los alquileres, los Par- 
tidos Políticos habíamos concertado. 


En lo que hace al Frente Amplio —podríamos decir, 
también, al Partido Nacional y a la Unión Cívica, pero no 
tengo derecho de hablar por ellos-— pensábamos que ha- 
bíamos concertado en serio. 


La concertación que los Partidos Políticos realizaron 
en el mes de febrero —digo los partidos políticos, porque 
no hubo un acuerdo completo con los grupos sociales y só- 
lo se llegó a concertar entre aquellos, donde el Partido 
Colorado estuvo muy bien representado— implicaba la san- 
ción de una ley con determinado y preciso contenido que, 
en lo que hace a los precios de los arrendamientos supo- 
nía, a través de una mecánica un tanto complicada que'en 
la Comisión de la Cámara de Representantes desechamos 
por esa razón, la congelación de los alquileres por un pe- 
ríodo de un año para los sectores de arrendatarios de me- 
nores ingresos. 


El procedimiento acordado en la Concertación por los 
cuatro partidos políticos implicaba —por la aplicación de 
ese mecanismo— que en las primeras franjas en donde se 
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ubicaban los arrendamientos para casa-habitación de me- 
nor cuantía, lisa y llanamente los alquileres se congelaban. 


Luego, en el tratamiento del tema en la Comisión de 
alquileres, nosotros sostuvimos la solución de la congela- 
ción, acordada en la Conapro, para esos modestos inquili- 
nos. Como no encontramos el eco necesario aceptamos la 
solución de las franjas que implicaba para los sectores de 
arrendatarios de más bajos ingresos, o sea aquellos que 

“ pagaban alquileres más reducidos, sino la congelación, por 
lo menos una rebaja que en gran medida se le aproximaba. 


Pensábamos, repito, que estábamos concertando en se- 
rio con un partido que había asumido compromisos con los 
demás partidos durante el trabajo de la CONAPRO. Sin 
embargo, luego de tantas vueltas y trámites parlamenta- 
rios, sorpresivamente nos encontramos con que ese acuer- 
do, esa Concertación, no se mantenía en pie; y el Poder 
Ejecutivo, haciendo uso de sus facultades de co-legislador, 
pretendía imponer al Parlamento una revisión del texto 
de la ley, dejando de lado, en buena medida, el espíritu de 
acordado en la CONAPRO que, aproximadamente se había 
traducido en la ley sancionada por la Asamblea General 
por una importante —casi abrumadora— mayoría. 


Por consiguiente el reclamo del señor legislador Araú- 
jo, con respecto a concertar en serio tiene más que consis- 
tencia. 


SEÑOR GRANUCCI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


- ¡SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR GRANUCCI. — Simplemente para hacer una 
aclaración que me parece corresponde, porque de acuerdo 
a lo que manifiesta el señor legislador Cassina, el Partido 
Colorado aparecería como si estuviera violando un compro- 
miso hecho con los partidos políticos y fuerzas sociales del 
país. Mi interpretación de los hechos es distinta y se basa 
en el informe sobre el tema suministrado por los delegados 
partidarios en la CONAPRO, a la primitiva Comisión de 
Arrendamientos que se formó en la Cámara de Represen- 
tantes. 


En un momento, señor Presidente, se logró un acuerdo 
entre los propietarios e inquilinos, que no se refirió a los 
precios sino a otras materias, a las que alcanza la ley de 
alquileres. Pero, el acuerdo logrado entre los partidos 
políticos, —con soluciones concretas y precisas, a las que 
se refería el señor legislador Cassina— no fue ratificado 
por la Mesa Ejecutiva de la Concertación Nacional Pro- 
gramática. Lo que ésta sí ratificó fueron solamente linea- 
mientos genéricos con respecto a la necesidad de legislar 
en la materia y de contemplar a los bajos alquileres 
-—porque, estamos frente a una situación económica muy 
especial — y a los pequeños propietarios. 


Por lo tanto, entre los partidos políticos no se logra 
un acuerdo definitivo, porque el Partido Colorado presen- 
tó —€n la última sesión, de esa Mesa de trabajo— una 
solución ampliando o modificando el tema precios, pro- 
poniendo reajustes —lo que originariamente suponía una 
congelación, como muy bien lo señaló el señor legislador 
Cassina— para el caso de que la inflación superara el 
70% en el corriente año. Como esto no fue aceptado por- 
los otros partidos políticos ni por las fuerzas sociales que 
integraron la Mesa de trabajo, no se llegó a ningún acuer- 
do. En otras materias hubo, sí, un principio de acuerdo, 
pero no lo hubo global, cosa que fue específicamente ma- 
nifestada por dichos delegados en el seno de la mencio- 
nada Comisión. En consecuencia este Parlamento quedaba 
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libre de legislar en la forma que deseara. Es cierto que 
había una preocupación común, de todos los partidos, sobre 
la necesidad de legislar en esta materia; pero no lo es 
que el Partido Colorado se haya comprometido a apoyar 
una fórmula específica. Así lo expresaron en la CONAPRO 
los delegados, no sólo de nuestro partido sino también los 
del Partido Nacional y los del Frente Amplio. 


Quiero hacer esta precisión; podemos estar o no de 
acuerdo con el proyecto que vetó el Poder Ejecutivo o 
con cualquier otro, pero el Partido Colorado no violó nin- 
gún compromiso. 


SEÑOR CIGLIUTI — Apoyado. 
SEÑOR GRANUCCI. — Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor legislador Araújo. 


SEÑOR CASSINA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? ; : 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Señor Presidente: durante mu- 
cho tiempo hemos hecho mención de los acuerdos entre 
los partidos en la CONAPRO, al referirnos al tema con- 
creto de arrendamientos y ahora descubrimos que el tan 
mentado acuerdo no era tal. 


En una de las primeras sesiones de la Comisión espe- 
cializada de la Cámara de Representantes, se recibió a 
los delegados de los partidos políticos en la CONAPRO pa: 
ra que explicaran el engorroso mecanismo del sistema de 
franjas que se había previsto. Entre otros concurrió el 
representante del Partido Colorado, que es el actual Sub- 
secretario de Obras Públicas, doctor Francisco Atchuga- 
rry. De allí resultaba que se había formalizado —-digo, en 
principio, si se quiere— un acuerdo entre los partidos po- 
líticos para sancionar una ley en materia de arrenda- 
mientos urbanos con determinadas disposiciones, a las que 
hice expresa referencia en una intervención que realicé 
durante la sesión anterior de la Asamblea General. 


Por consiguiente, reclamo coherencia por parte de los 
partidos políticos con los compromisos que asumen. Para 
el Frente Amplio, los compromisos asumidos en la CONA- 
PRO —sin que ello signifique atar a los legisladores a 
frases, términos, comas y puntos porque se estaría limi- 
tando indebidamente la función legislativa— deben tra- 
ducirse en proyectos que mantengan, por lo menos, sino 
los textos, sino las soluciones, el espíritu de lo acordado. 


El Parlamento, en las instancias de la Cámara de 
Representantes, de la Cámara de Senadores y de la Asam- 
blea General, trabajó intensamente con la participación 
de representantes de los cuatro partidos a fin de traducir 
en un proyecto de ley el espíritu de lo concertado. El veto 
del Poder Ejecutivo supone, claramente, violentar dicho 
espíritu. De otro modo no se entendería que los legisla- 
dores del Partido Colorado —a través de todas esas eta- 
pas del proceso parlamentario-— hubieran participado tan 
activa e inteligentemente, en la redacción del proyecto 
de ley que, en algunos casos con salvedades, luego apro- 
a en cada una de las Cámaras y en la Asamblea Ge- 
neral. 


Señalo, señor Presidente, que cuando el Frente Am- 
pio —en la Concertación o en cualquier otro grupo de 
trabajo político— a través de sus representantes, asume 
compromiso, luego como es natural, mantiene su palabra. 
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Eso es de elemental responsabilidad, en lo que hace a un 
trabajo político serio. De ahí que siga insistiendo en que 
tiene razón el señor legislador Araújo cuando reclama 
que concertemos, sí, pero en serio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: hay una 
realidad que no podemos desconocer y que no descono- 
ció ningún partido político. Ella fue la que dio lugar a 
este proyecto de ley de emergencia. Lo que nos preocupa 
a todos, incluida la ciudadanía, es lo que pueda ocurrir 
en esta materia ya que el Poder Ejecutivo no vetó dos, 
tres, cinco o diez artículos, sino todo el proyecto. Enton- 
ces, ahora que debemos legislar, no sabemos por dónde 
empezar, porque al considerar cada artículo se nos pue- 
de decir que tengamos cuidado porque puede ser vetado. 


No quiero hacer referencias —es la única que voy 
a hacer— a la reunión de la Comisión Bicameral, debido 
a que algunos de sus integrantes deseaban que no men- 
cionáramos en detalle todo lo allí discutido. 


Tras un acuerdo inicial a nivel personal, reitero, los 
siete componentes de esa Comisión Bicameral estuvimos 
dispuestos a mantener el espíritu de la ley, cosa que hoy 
ha variado. De acuerdo con lo que hemos podido saber a 
través de la prensa —para no hacer referencia a lo discu- 
tido en la Comisión— parece que el Partido Colorado no 
está dispuesto a admitir ni el sistema de topes ni el de 
franjas. Aquí hemos consagrado, por inmensa mayoría de 
votos, topes y franjas. Por lo tanto, la ciudadanía se pre- 
gunta qué pasará si volvemos a fojas cero. Digo que esto 
va a ser peor porque cuando se inició el estudio del pro- 
yecto de ley ya aprobado, partimos de la base de lo esta- 
blecido en la Concertación Nacional Programática. En 
cambio, ahora, no tenemos ni eso, porque partimos de un 
veto total a un proyecto de ley con una cantidad de ar- 
tículos. ¿Quién puede decir a la ciudadanía, que no se 
preocupe porque en los próximos días vamos a llegar a un 
acuerdo? Sabemos que los legisladores que son miembros 
de esa Comisión Bicameral van a intentarlo, si es que se 
mantiene su integración actual; por lo menos, los legis- 
ladores frenteamplistas vamos a brindar todo nuestro 
"APOyo. 


SEÑOR RICALDONI. -— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señalo al señor legislador 
Araújo que estas reiteradas alusiones a actitudes o conduc- 
tas de algunos miembros del Partido Colorado que hemos 
actuado en las dos Comisiones que se ocuparon del tema, 


-no van a ser contestadas por quien habla en este mo- - 


mento, para no quitar la ilación de su exposición. Trataré 
de darle cumplida respuesta cuando me toque hacer uso 
de la palabra. 


Hago referencia a esto porque temo que muchos de 
los que están escuchando la radio prefieran —dada la 
hora que es— seguir el partido entre Peñarol y Nacional, 
y dejar de escucharla dentro de unos instantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Voy a tratar de finalizar mi ex- 
posición en breves minutos, antes de que comience el par-* 
tido, no vaya a ser que pierda audiencia. 
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. Pienso que en esta oportunidad, quien se va a quedar 
sin audiencia será el fútbol, porque en el país hay deses- 
peración en lo que tiene que ver con este proyecto de ley. 
La inmensa mayoría de los ciudadanos prefieren saber qué 
sucede aquí, en lugar de interesarse por lo que pueda pa- 
sar en una cancha de fútbol. 


ee De acuerdo con lo ocurrido con anterioridad, ¿qué po- 

sibilidades tenemos hoy de consagrar lo que llamamos una 
ley de emergencia, a ocho meses de instalado el Gobier- 
no democrático y ante el veto del Poder Ejecutivo? Creo 
que no podemos engañar a nadie. 


Si hoy el Partido Colorado intenta que todos noso- 
bros vayamos a su postura en materia de arrendamientos, 
está equivocado. El Partido Colorado tiene que concertar; 
en este caso tiene que respetar lo concertado. Todos es- 
tamos obligados a ello. Naturalmente, el Frente Amplio 
respeta éste y todos los demás acuerdos, lo que en los 
Don ha sido demostrado con claridad absoluta y meri- 

iana. 


Parecería que hay un olvido de cuál es la realidad 
del país, y de qué fue lo que hizo que todos decidiéra- 
mos que era necesaria una ley de emergencia, cuyo estu- 
dio lleva, ya ocho meses y podrá llevar quién sabe cuán- 
to más, ante la angustia de cientos de miles de familias. 


Este proyecto de ley preocupa a todos, pero, funda- 
mentalmente, a quienes hoy tienen que hacer frente a un 
reajuste en el alquiler del 72%. ¡Cuánta gente está per- 
diendo su vivienda! Hace unos días nos enteramos, gra- 
cias al censo, de que si bien es cierto que la población del 
país no aumentó mucho, en cambio se incrementó el nú- 
mero de cantegriles. ¡Cuántos trabajadores activos —no 
hablo de desocupados— funcionarios públicos —un 10%-— 
viven en los cantegriles o en casas de inquilinato! Esas 
casas de inquilinato antes no existían, pero ahora sí. A 
través de los relatos efectuados en ambas Cámaras, tene- 
mos una idea muy aproximada de lo que ellas represen- 
tan, que no es lo mismo que visitar una, donde se puede 
comprobar que en una habitación de cinco por cinco vi- 
ven tres familias; que no se puede caminar porque los 
colchones se encuentran diseminados por el piso; donde 
hay un solo baño para 45 personas y donde se había pre- 
visto que pudiera vivir una familia de seis integrantes, 
hoy viven 42 personas. 


Por eso precisamos una ley de emergencia urgente. 
Vamos a no seguir poblando el país de cantegriles; vamos 
a hacer que la gente no deba abandonar su vivienda. Eso 
constituye también una preocupación del propietario, pues 
esto de que hay cobra el alquiler y mañana quién sabe, 
ya no le sirve. Los hechos lo están demostrando con cla- 
ridad. Cuántos propietarios han llegado a un arreglo con 
el inquilino a los efectos de que pudiera continuar pa- 
gando y no perder la posibilidad de una renta. Parece 
que todo esto se desconoce, se olvida, y queda por el 
camino, luego de haber trabajado durante más de siete 
meses en el tema. Después que los partidos pudieron lo- 
grar un buen proyecto de ley —aunque no sea el mejor— 
aprobado por la inmensa mayoría de los legisladores en 
esta Asamblea General, todo ese trabajo queda desaprove- 
chado. 


El Poder Ejecutivo ha señalado, con otras palabras, 
que esta es una ley inquilinista. Sí, es una ley inquilinis- 
ta. ¡Pero cómo no va. a serlo si es preciso que lo sea! Y 
lo que es más, he oído a legisladores del propio Partido 
Colorado que dijeron que era necesaria una ley inquili- 
nista, porque en este país se había legislado para los 
propietarios durante doce años. Sabemos que fue así, por 
la sanción de la Ley Soneira, la ley de la Selva y la 
Libre Contratación. Esa ley dictada durante la dictadura 
militar es la que hoy se mantiene vigente. Pudimos haber- 
la eliminado, pero para el Poder Ejecutivo, desgraciada- 
mente, es mejor la Ley Soneira que la de emergencia con- 
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sagrada por la Asamblea General. Esto no puede ser; te- 
nemos que modificar esta situación. 


En materia de arrendamientos se mantiene la mis- 
ma política, el mismo modelo neoliberal consagrado en 
tiempos de la dictadura, y esto no puede ser admitido 
por el Parlamento. Tenemos que tratar de modificarla 
porque en el pasado estuvimos de acuerdo en que la po- 
lítica neoliberal no le servía al país. Y ahora, ¿qué ocu- 
rre? ¿Por qué mantener la Ley de la Selva en materia de 
arrendamientos, que es nada más que la consecuencia de 
ese modelo aplicado en la vida económica del pais? Noso- 
tros tenemos que terminar con todo eso. Es preciso tener 
en cuenta esa realidad que el Poder Ejecutivo parece ha- 
ber olvidado. 


No podemos negar que la ley Soneira es una ley de 
la selva y que hoy queda vigente porque así lo decidió 
el Poder Ejecutivo. Naturalmente, el Partido Colorado 
—<reo que por una razón de disciplina; no lo voy a in- 
terpretar; supongo que ellos lo harán— va a acompañar 
el veto de dicho Poder. ¿Qué significa esto? Mantener 
vigente, como hemos dicho, la ley Soneira, la ley de la 
selva, la ley neoliberal. También significa olvidarse de 
que en este país, durante los años de dictadura, el sala- 
rio real disminuyó un 50% y que, al mismo tiempo, los 
alquileres aumentaron en un 400%. La proporción, enton- 
Ces, es de ocho a uno. Esta es la realidad a la que nos 
vimos enfrentados. Entonces, ¿era necesario corregirla O 
no? ¿Era o no necesaria una ley de emergencia? El país 
estaba preocupado porque demorábamos demasiado; es 
cierto que el Parlamento demoró mucho, pero no demasia- 
do, ya que se estuvo trabajando con la seriedad que hoy, 
con ligereza no reconoce el Poder Ejecutivo. De alguna 
manera, éste desconoce una labor madura, consciente y 
responsable qúe llevó largos meses de trabajo a este Par- 
lamento. j 


En definitiva, se olvida esta realidad; que el salario 
real disminuyó un 50% mientras que los alquileres au- 
mentaron un 400%. También se deja de lado la realidad 
de que estos cantegriles se siguen multiplicando en este 
país; la de toda esta gente que vive en las llamadas ca- 
sas de inquilinato, que son algo así como el hacinamiento 
más increíble e insólito, que muchos no pueden sospechar. 
Sería bueno que los legisiadores vean esa realidad, que 
la comprueben, porque se parece mucho a los lugares más 
atrasados de Africa. Es en este país que están acontecien- 
do estas cosas. 


En concreto, señor Presidente, cuando teníamos una 
solución de emergencia —no completa, pero sí un intento 
de aproximación— el Poder Ejecutivo interpone su veto, 
de la misma forma que ayer dijo que iba a mantener al 
Ministro del Interior, desconociendo la voluntad de la 
mayoría del Parlamento. 


Podríamos hacer muchas referencias más con respet- 
to a la postura natural que sostiene el Frente Amplio en 
esta materia. Tal vez algunos compañeros tengan mu- 
cho que decir en esta materia. No obstante, expresamos 
que es necesario que el Parlamento, en defensa del cons- 
ciente y responsable trabajo realizado durante largos me- 
ses, levante este veto que interpone el Poder Ejecutivo. 
Por supuesto que el Frente Amplio, con todos sus votos, 
va a intentar hacerlo y sabemos que en esto, afortuna- 
damente, no es el único. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR CANTON. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON. — Si la Asamblea General se hu- 
biera abocado de inmediato esta noche al tratamiento de 
este asunto tal como lo proponía el señor legislador Agui- 
rre, y de acuerdo a lo que prescribe el artículo 138 de la 
Constitución, ya el país estaría en conocimiento de si 
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el veto del Poder Ejecutivo había sido levantado o si, 
en cambio, el proyecto emanado de la Asamblea General 
se había convertido en ley. La circunstancia de que en 
el ejercicio de su derecho diversos legisladores se hayan 
abocado a la consideración del tema, nos impone, de :la 
forma más breve posible, formular algunas apreciaciones. 
El destino nos deparó que nos inscribiésemos con poste- 
rioridad al momento en que lo hizo el señor legislador 
Araújo, quien ha expuesto su posición personal, y tam- 
bién la del Frente Amplio. Dicho legislador no sólo se ha 
referido al tema específico de la convocatoria, sino que, 
sucesivamente, incursionó sobre varios tópicos Como, por 
ejemplo, el Fondo Monetario Internacional, la ley de refi- 
nanciación, la interpelación de las últimas horas al se- 
ñor Ministro del Interior, etcétera, motivo éste que me ha 
de conducir no a referirme a esuos temas, sino al especi- 
fico para el que fue convocada esta Asamblea General: 
el Proyecto de Ley de Emergencia de Arrendamientos Ur- 
banos. 


El señor legislador ha expuesto una serie de puntos 
Ce vista, ha dicho muchas cosas y, lo que es más impor- 
tante ha dejado entrever muchas otras, de tal forma que 
-——como lo señalaba el señor legislador Ricaldoni— ha he- 
cho múltiples referencias a actitudes de los señores legis- 
ladores del Partido Colorado, lo que nos impone, por lo 
menos en forma concisa y breve, formular algunas consi- 
deraciones. 


Tal como lo anunció el señor legislador Ricaldoni, 
quien es Presidente de la Comisión Bicameral, la bancada 
del Partido Colorado va a acompañar la propuesta en 
el sentido de que en la noche de hoy, y de acuerdo con lo 
previsto por el artículo 138 de la Carta, se pase defintiva- 
mente a votar para que la opinión pública sepa si el veto 
del Pcder Ejecutivo es objeto de un levantamiento o si, en 
cambio, se mantienen sus observaciones. 


En segundo término, señor Presidente, decimos que 
vamos a acompañar la tesis —seguramente el señor le- 
gislador Ricaldoni, con la erudición Que lo caracteriza, 
va a desarrollar este punto de vista doctrinario— de que 
la Asamblea General es incompetente, de acuerdo al man- 
dato constitucional, para sancionar un proyecto distinto 
al recientemente elaborado por ella. En la medida en que 
entendamos que la Asambléa General no podrá jurídica- 
mente elaborar y sancionar esta noche un nuevo proyecto 
de ley, debemos decir que en la Comisión Bicameral lle- 
gamos a la conclusión lógica, desde el punto de vista nor- 
mativo, de que mal podría esta Comisión crear un pro- 
yecto sustitutivo. Eso no ha sido impedimento, como ha 
señalado el señor legislador Araújo, para que en repre- 
sentación del Partido Colorado hayamos anticipado al: 
gunos puntos de vista, que serán seguramente en los 
próximos días una segura y eficaz contribución para que 
el país y el señor legislador Araújo tengan lo que recla- 
man: una ley de emergencia de alquileres razonables y 
justiciera. 


Asimismo, señalamos que vamos a acompañar en to- 
dos sus términos —porque es el camino seguro en lo que 
hace a la creación a breve término de una Comisión Bi- 
cameral— una propuesta a efectos de que, siguiendo el 
trámite constitucional por el que un proyecto pasa a una 
Cámara o otra, podamos asegurar que el país disponga 
de esta ley de emergencia de alquileres a través de un 
proyecto de consensc. 


Expresadas estas consideraciones, voy a hacer una 
breve y sintética referencia a algunas puntualizaciones 
formuladas en Sala, que, en mi concepto, no deben susci- 
tar el silencio de la bancada del Partido Colorado. 


El señor legislador Tourné señalaba al comienzo de 
su exposición, que el Poder Ejecutivo, en esta emergencia, 
a través del veto que ha interpuesto, ha desconocido y 
transgredido una tradición en virtud de la cual las leyes 
de alquileres siempre se han elaborado en el Parlamento. 
Me permito puntualizar que más allá de que no siempre 
ha sido así, de que algún proyecto de ley suscitó el veto 
del Poder Ejecutivo, la posición de este Gobierno es abso- 
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lutamente legítima. Señalar que esto implica la trasgre- 
sión de prácticas anteriores, sería desconocer el mandato 
que establece la Sección (VIT, Capítulo II, por el que se 
reserva al Poder Ejecutivo en su condición de colegisla- 
dor, el legítimo e irrenunciable derecho de formular, en 
el tiempo que corresponda, o sea cuando le llegan los pro- 
yectos de ley que remite la Asamblea General, las obser- 
vaciones que crea del caso. Con respecto a la posición del 
señor legislador Tourné, debo decir que aquí no se ha 
transgredido nada; que el Poder Ejecutivo esperó la apro- 
bación por parte del Parlamento de un proyecto de ley, 
que llevó un tiempo considerable, y en el término de diez 
días ejerció su legítimo derecho. Es decir que entendió 
que en el proyecto emanado de la Asamblea General ha- 
bía aspectos incompatibles y en forma absolutamente co- 
rrecta y moderada promovió, según el último párrafo del 
Mensaje correspondiente, el reexamen de dicho proyecto, 
a los efectos de salvar diversas inconstitucionalidades, 
que incluso fueron señaladas en el seno de esta Asam- 
blea por el señor legislador Aguirre, y con el fin de supe: 
rar lo que fue un verdadero estigma de ese proyecto: el 
desamparo del pequeño propietario. 


Es decir que en la medida en que se amparaba en 
forma justiciera a los inquilinos modestos —abatiendo los 
ajustes de alquileres, que eran elevados— desatendía la 
figura del modesto propietario. No obstante la insistencia 
en Sala del sector de la Unión Colorada y Batllista, a tra- 
vés de dos propuestas que fueron sucesivamente desesti: 
madas por la Asamblea General y, de todo el Partido Co- 
lorado que acompañó monoliticamente esas propuestas; a 
pesar de las advertencias que formulamos en el sentido 
de que la Ley, en materia de justicia, salía cojitranca 
—porque, una ley que sólo mira a uno de los sectores que 
involucra es injusta— y pese a que en el mejor de los 
tonos lo reiteramos una. y otra vez, recogiendo algunas ob- 
servaciones formuladas en Sala, y presentamos dos pro- 
puestas en una línea de nuestro sector absolutamente 
coherente —-—porque en el estudio realizado en la Cámara 
de Representantes ya habíamos presentado una propuesta 
para preservar al pequeño propietario— que el Senado 
luego, con modificaciones, acogió, la Asamblea General, 
en forma que entendemos inexplicable e injusta, consa- 
gró un desequilibrio de los intereses que debía contem- 
plar. Amparó, con justicia, a los humildes inquilinos y 
desemparó, en forma consciente y expresa, a los modestos 
propietarios. ] 

Un señor legislador de la Unión Cívica a quien mucho 
respetamos, el señor Rossi Pasina, señalaba, también en 
ejercicio de su legítimo derecho a expresar su opinión, 
que el veto del Poder Ejecutivo había generado asombro 
en la opinión pública, que era extemporáneo y que había 
distorcionado el mercado de alquileres. 


Queremos señalar, con todá la consideración personal 
que sentimos por el señor legislador Rossi Pasina, que el 
veto del Poder Ejecutivo no causó asombro. No podía ha: 
cerlo un veto que recogía lo que toda la bancada del 
Partido Colorado, es decir, el Partido de Gobierno, ha- 
bía sostenido en Sala, en el sentido de que a uno de los 
sectores involucrados en la ley —el de los modestos pro- 
pietarios— se les desamparaba expresa y terminantemen- 
te. Si se había dicho esto en Sala y si éste, en la discusión 
de la Asamblea General, había sido un capítulo expreso... 


SEÑOR CASSINA. -— ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Señor Presidente: no digo que 
me causó asombro el veto del Poder Ejecutivo; creo en 
cambio que es coherente con la política económica neoli- 
beral que sigue ese Poder, como bien señaló el señor le- 
gislador Araújo. Pero de que causó asombro en la opinión 
pública, no se tenga ninguna duda. Por ejemplo, tomó des- 
prevenido a uno de los diarios más vinculados al Partido 
de Gobierno. Luego de que la Asamblea General sancionó 
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este proyecto, el diario “El Día”, entre cuyos directores 
se cuenta nada menos que el señor Vicepresidente de la 
República, y en el que cotidianamente escriben distin- 
guidos legisladores del Partido Colorado, anunció en de- 
terminada edición que iba a publicar una separata espe- 
cial de la ley sancionada por la Asamblea, con anotacio- 
nes y comentarios. Así lo hizo: publicó el texto sancio- 
nado con anterioridad y el mismo fue comentado por 
uno de los integrantes de la Comisión Especial de la 
Asamblea General, el señor legislador Granucci. 


Cuando un diario tan estrechamente vinculado al Par- 
tido Colorado hace esto, obviamente es porque está infor- 
mando a sus lectores sobre cuál es la ley que se va a 
aplicar. Es tradicional, sobre todo en materia de alqui- 
leres, que cuando el Parlamento sanciona una ley y se 
parte de la base de que la misma va a ser promulgada, 
que los diarios, cumpliendo razonablemente la labor de 
información que deben realizar y atendiendo además al 
interés primordial de sus lectores, les dé una informa.- 
ción más o menos adecuada y accesible de una ley que 
por la materia de que trata, interesa a todo el país, Co- 
mo que afecta tanto a los arrendatarios como a los pro- 
pietarios. Esto es lo que hizo el diario “El Día”; entonces 
se admitirá, por lo menos, que el veto tomó de sorpresa al 
mencionado diario, que no es un periódico cualquiera. * 


Es obvio que este veto tomó a mucha otra gente de 
sorpresa, al punto de que las inmobiliarias ya habian 
realizado su trabajo para aplicar la ley. Tanto es así —y 
nos consta— que algunos miembros de la Comisión de la 
Asamblea General fuimos consultados por delegaciones de 
las más importantes inmobiliarias acerca de dos artícu- 
los —particularmente uno— que les merecían algunas di: 
ficultades interpretativas. Es evidente, entonces, que tomó 
de sorpresa a la opinión pública. Se trata de un hecho 
que no se puede negar. Personalmente, no diría que me 
tomó de sorpresa; me pareció una decisión coherente con 
la política económica neoliberal del Poder Ejecutivo. Y 
esto se revela en un hecho altamente significativo: el 
día antes de que la ley fuera vetada, el Director de un . 
prestigioso semanario —que es uno de los más distingui- 
dos expositores y defensores de la tesis económica neoli- 
beral en el país— publicó un artículo muy severo contra 
la ley, reclamando de la Suprema Corte de Justicia la 
declaración de inconstitucionalidad porque, desde su pun- 
to de vista la norma aprobada incurría en alguna de esas 
anomalías. Pero, además, —coherentemente con la Opi- 
nión de este prestigioso periodista y economista— violen- 
taba el espíritu de una política económica neoliberal. 


A la semana siguiente, el Director de este prestigio- 
so semanario se felicitó por el veto interpuesto por el Po- 
der Ejecutivo. Decía así su editorial: “El veto presidencial 
al proyecto sobre alquileres nos sorprendió, no lo espe- 
rábamos”. No lo esperaban en razón del trámite parla- 
mentario de la ley y de algunas actitudes del Gobierno. 
“Hizo más que eso, sin embargo. Nos hizo concebir la es: 
peranza de que el Presidente se haya decidido por fin 
a empuñar el timón de la nave estatal hasta ahora a la 
deriva”. Ese es el sentido con que se ha señalado que este 
veto sorprendió a la Opinión pública. Y, vaya si la sor- 
prendió! 


Gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. A 


SEÑOR CANTON. — La verdad es que lo que señala 
el señor legislador Cassina muestra que a algunos órganos 
de opinión les sorprendió el veto del Poder Ejecutivo. Co- 
mo es obvio no integro el cuerpo de redacción del diario 
“El Día”. El episodio que menciona 'el señor legislador 
demuestra que en la redacción de este diario no se es- 
peraba el veto interpuesto por el Poder Ejecutivo. Pero, 
en la medida en que esto es así, revela con qué indepen- 
dencia actúa el señor Presidente de la Asamblea General, 
como Presidente del Poder Legislativo en ejercicio de sus 
competencias, y con qué independencia lo hace el señor 
Presidente de la República, en ejercicio del Poder Ejecu- 
tivo y en qué forma uno y otro son celosos de las respec- 


] 


30 de Octubre de 1985 


tivas áreas de competencia que les asigna la Constitución. 
En cuanto al tema en sí, más allá de que el señor legis- 
lador mencione también la sorpresa que le habria Causa- 
do al señor Director de “Búsqueda” —esta personalidad 
tan destacada, el doctor Ramón Diaz— lo que afirmo a la 
Asamblea, General es que en muchos sectores de la opinión 
ciudadana, especialmente en aquél que tozudamente aler- 


tó en el sentido de que había que buscar el fiel de la ba- . 


lanza, el equilibrio entre inquilinos y propietarios —en 
aquella sesión en que no se alcanzó fórmula alguna, por- 
que ninguna satisfacia— el veto del Poder Ejecutivo vino 
a traer tranquilidad; se sintió que habia justicia y que 
se había restablecido el equilibrio que el proyecto de ley 
había desconocido. 


Más alá de que en la Dirección del diario “El Día” 
—egloria del periodismo nacional— hubiera causado sor- 
presa, señalo que muchos ámbitos de la opinión ciuda- 
dana recibieron no sólo con beneplácito, sino como la co- 
sa más justiciera y legítima, el veto del Poder Ejecutivo, 
en la medida en que, en uno de sus párrafos, hace un se- 
ñalamiento expreso del desamparo del pequeño propieta- 
rio. 


Termino ahora con la referencia que señalaba el se- 
ñor legislador Rossi Pasina. 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR ARAUJO. — Lo manifestado en forma reite- 
rada por parte del señor legislador Cantón, sobre el tema 
de los pequeños propietarios, nos obliga a hacer esta in- 
terrupción y a formular algunas aclaraciones que, si bien 
es cierto ya fueron expuestas dias atrás por parte del se- 
ñor legislador Cassina, en esta oportunidad, tenemos que 
reiterar parte de aquellos conceptos. 


Por lo visto, se pretende hacer creer que en este país 
el Poder Ejecutivo es el que tiene en cuenta a los peque- 
ños propietarios. Por el contrario, el Poder Ejecutivo es, 
antes que nadie, quien desconoce a los pequeños propieta- 
rios y al que no le interesa encontrar una solución para 
ellos. 


Digo más. Entre las muchas cosas que causaron asom- 
bro entre los fundamentos enviados por el Poder Ejecuti- 
vo acompañando su veto, se halla la referencia a los pe- 
queños propietarios. Es increíble que el Poder Ejecutivo 
pretenda hacer responsable de todo esto al Parlamento, a 
la Asamblea General. Repito que es absolutamente increí- 
ble que se pretenda tal cosa, porque la Asamblea General 
—y bien lo saben el Poder Ejecutivo y el señor legislador 
Cantón— no puede tener iniciativa en esa materia. 


Quiero decir, con total claridad, que quien debió ar- 
bitrar una solución en este asunto, fue el Poder Ejecutivo, 
el Partido Colorado. Nosotros hemos buscado una solucióri 
para los inquilinos y también quisimos una para los pe- 
queños propietarios. En esta materia, es necesario, tam- 
bién, recordar lo concertado. En la CONAPRO todos, in- 
cluido el Partido Colorado, estuvimos de acuerdo en que 
para la conducción de la economía del país —no sabíamos 
en manos de quién iba a estar y léase hoy, señor Minis- 
tro Ricardo Zerbino— había que aportar una solución. 
¿Por qué? A fin de no llegar a este intento de solución 
en que insiste el señor legislador Cantón y, por lo visto, 
también el Poder Ejecutivo. Para solucionar los problemas 
que en este país tienen los pequeños propietarios —voy a 
decirlo textualmente, tal como lo manifesté en la prime- 
ra oportunidad en que se trató el tema en la Asamblea 
General— se pretende que ultimemos a los inquilinos. 


Vamos a aclarar bien todo este asunto. Por lo visto, 
la ley no es igual para todos los inquilinos, pues no con- 
templa al que arrienda la vivienda de un gran propieta- 
rio, que incluso puede tener grandes beneficios por otras 
vías, y ser considerado, como dije, un gran propietario, 
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aunque todavía no sabemos lo que es uno pequeño o uno 
grande. Digo más: la Cámara del Bien Raíz nunca se 
ccupó de los pequeños propietarios, no tiene un registro; 
pero ahora los usa para defender los intereses de los gran- 
des propietarios. Si un inquilino arrienda una vivienda a 
un gran propietario y otro, aunque sea una similar la 
que pertenece a un pequeño propietario, para éste último 
la cosa no reza. Creo no haber sido muy claro en mis ex- 
presiones. Por ejemplo, ante el caso de dos viviendas si- 
milares, si una pertenece a un gran propietario y otra 
a uno pequeño, los inquilinos van a tener que pagar al- 
quileres diferentes. ¿Esta es la propuesta? No correspon- 
de que sea asi. El inquilino no puede subsidiar al propieta- 
rio, sea éste pequeño o grande. Es el Estado el que debe 
hacerlo. Pero, ¿qué ha hecho el Estado en esta materia? 
¿Qué aportes hizo el Poder Ejecutivo? ¿Qué soluciones 
nos trajo el contador Ricardo Zerbino? Ninguna. Por el 
contrario, y para emplear una imagen bíblica, diría que 
hizo lo de Poncio Pilatos. Fue llamado por el Parlamento 
al seno de una de las comisiones que estudió este pro- 
yecto de ley y allí dijo que no estaba en condiciones de 
efectuar ningún aporte, tras lo cual se retiró de Sala. 
Pero ahora no es que se pretenda que la Asamblea Ge- 
neral lo tenga en cuenta. Se entiende que el pequeño in- 
quilino debe subsidiar al pequeño propietario cuando, en 
realidad, es el Estado el que debería hacerlo. Había gran- 
des posibilidades para poder hacerlo. Pregunto por qué 
no se genera un impuesto, ya que ello no puede estable- 
cerse a nivel parlamentario, porque en materia econó- 
mica las iniciativas pertenecen al Poder Ejecutivo. ¿Por 
qué no se establece un impuesto a los grandes propieta- 
rios, a fin de subsidiar a los pequeños? No se hace y, al 
respecto, se lavan las manos. ¿Por qué no crear una Cá- 
mara reguladora de alquileres, para establecer por allí : 
una compensación? Eso tampoco se hace y todas son ini- 
ciativas que deberían venir del Poder Ejecutivo. 


Además ya se ha dicho —y vale la pena reiterarlo 
para que no se insista en estas cosas— que si los peque- 
ños propietarios están angustiados, desesperados, no es por 
el alquiler que hoy perciben, sino por la Contribución: In- 
mobiliaria que, si no me equivoco, ha consagrado un in- 
tegrante del Partido Colorado en una Intendencia colo- 
rada. Bien pudo, el señor Intendente Lanza, exonerar de la 
Contribución Inmobiliaria a los propietarios más humil- 
des. No lo hizo; por el contrario los castigó con un recar- 
go del 500%. 


De modo que si los pequeños propietarios están deses- 
perados es por responsabilidad directa de un integrante 
del Partido Colorado que se halla al frente de la Inten- 
dencia. 


Entonces, vamos a terminar con el tema porque cada 
vez que se intente confundir en la materia, tendremos 
que salir a dar explicaciones. Aquí, el único responsable 
de los sufrimientos de los pequeños propietarios es el Po- 
der Ejecutivo y, en definitiva, el Partido Colorado. Y, en 
Montevideo, el señor Intendente Lanza tiene buena par- 
ticipación en este problema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CANTON. — Por más vueltas que el señor 
legislador Araújo le dé al tema, lo que él ha manifestado 
es la expresión de su confesión implícita, en el sentido de 
que ellos ven a una opinión pública, justa y equilibrada, 
porque lo han dicho hasta los propios inquilinos, señalan- 
aa e el proyecto emanado de la Asamblea General era 
injusto. 


Cuando se hablaba de buscar el equilibrio entre los 
sectores contrapuestos, se presentaron distintas fórmulas y 
es falso que no se haya tratado de determinar el alcance 
del pequeño propietario. Esto lo hizo, en la Cámara de 
Representantes, el señor legislador Millor, a través de una 
propuesta expresa, que en determinados sectores, tanto 
del Partido Nacional como del Frente Amplio, tuvo una 
magnífica receptividad y que, simplemente, se desestimó 
por razones de oportunidad. Recuerdo que, tanto los se- 
ñores legisladores Sturla como Morelli, expresaron que la 
propuesta calaba hondo en el sentido de justicia pero, 
después de examinarla —el señor legislador Cersósimo me 
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acota que la defendió en el seno del Senado— se le de- 
sestimó por razones circunstanciales, ya que era introdu- 
cir, en un proyecto que venía prolijamente articulado, un 
elemento que, en un Cuerpo muy numeroso, podía liqui- 
darlo. 


En el Senado hubo también profunda sensibilidad pa- 
ra la figura del modesto propietario y se articuló una fór- 
mula que pienso que el propio señor legislador Araújo vo- 
tó. Después pasó a consideración de la Asamblea General 
y, en forma muy explícita y respetuosa para todas las po- 
siciones, propusimos, una y otra vez, en un proyecto ar- 
ticulado, que aquellos propietarios que tuvieran hasta 50 
unidades reajustables, fueran objeto de ese mínimo am- 
paro que conducía, simplemente, a que el inquilino no tu- 
viera el tope del 25% que significaba la congelación de 
alquileres, pero que se le concediera la intensa protección 
de las franjas. Por más que insistimos no fue posible; reco- 
gilendo observaciones efectuadas en Sala volvimos a in- 
sistir con otra propuesta en la que se consagra el alcance 
y el área del modesto propietario estableciendo 50 unida- 

des reajustables para el núcleo familiar, lo que llevaba los 
hechos a un límite razonable. Dijimos más; en el mejor 
de los tonos nos dirigimos a la Asamblea General y le 
reclamamos, respetuosamente, que comprendiera que la ley 
salía con un estigma: se acordaba de un sector y conde- 
naba al otro; condenaba a gente que con sacrificio, con 
privaciones a lo largo de los años, había logrado construir 
ladrillo a ladrillo, dos o tres modestos inmuebles. En esto 
no tuvimos suerte. 


¿Qué hace el Poder Ejecutivo? Recoge este sentido de 
justicia. Sabemos que acá no hay soluciones perfectas. 


Las soluciones se dan nutriendo de viviendas modestas * 


para la gente humilde. Pero en la medida en que aque- 
lla gran ley de 1968, del gobierno del Presidente Pacheco, 
fue desvirtuada, empezamos a no contar con viviendas 
para la gente humilde. Este es el gran tema. 


En una de las sesiones pasadas me decía un diputado 
del Frente Amplio: “Usted, señor diputado, reparte Ja mi- 
seria entre inquilinos y propietarios”. ¿Qué otra cosa po- 
demos hacer, señor Presidente, si no contamos con otros 
elementos y si no tenemos por ahora un plan funcionan- 
do? Seguramente lo tendrá en el futuro con la conducción 
del Partido Colorado. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en este cli- 
ma de jolgorio que se está vivendo en la Asamblea Gene- 
ral, resulta difícil razonar con serenidad. 


El señor legislador Cantón señalaba recientemente que 
el veto del Poder Ejecutivo había traído una solución de 
justicia que el proyecto aprobado, en definitiva, per la 
Asamblea General había roto. 


He sido toda mi vida muy tolerante y he tratado siem- 
pre de comprender las posiciones de todos y, naturalmen- 
te, entiendo la posición: del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, 
considero que todos debemos plantear nuestras posicio- 
nes con absoluta claridad. 


Es cierto que el proyecto aprobado en la Asamblea 
General tenía en definitiva una solución que contempla- 
ba al inquilino y no al pequeño propietario. Asimismo, 
discrepamos con las soluciones que en su momento se plan- 
tearon, primero en el Senado y luego en la Asamblea Ge- 
neral, en cuanto implicaban una solución al pequeño pro- 
pietario en desmedro de la del inquilino. - 


Entendíamos, y seguimos entendiendo, que la solución 
de protección al pequeño propietario no puede en modo 
alguno perjudicar al inquilino. Naturalmente debemos re- 
conocer que, por un lado, tenemos al pequeño propietario 
y, par otro, sin duda alguna, nos encontramos con un pe- 
queño inquilino. 
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Lo que considero que es absolutamente inexacto es 
entender que el veto del Poder Ejecutivo recrea una si- 
tuación de justicia que en principio era señalada por to- 
dos como injusta. Porque no es en vano que la Concer- 
tación establece una solución a través de una ley de emer- 
gencia de protección al inquilino. 


El veto del Poder Ejecutivo, en la medida en que re- 
crea la situación anterior a la ley, deja absolutamente sin 
protección al inquilino y, entonces, la situación no es de 
justicia por cuanto la protección al pequeño propietario 
se obtiene no disminuyendo el porcentaje que recibía ——o 
eventualmente io que podía implicar como disminución de 
su alquiler a través de la acción de rebaja— sino que co- 
mo contrapartida desprotege fundamentalmente al peque- 
ño inquilino. El Poder Ejecutivo tenía una solución para 
proteger al pequeño propietario sin desproteger al peque- 
Do ARNO: ¿Cuál era? Era, naturalmente el veto par- 
cial. 


El Poder Ejecutivo tenía en sus manos las posibilida- 
des para incorporar al proyecto, con el que discrepaba, 
observaciones que debían ser consideradas por la Asam- 
blea General, y luego adoptar una decisión en función de 
esa disposición que expresamente podía incluir en el pro- 
yecto. Esto estaba dentro de las facultades del Poder Eje- 
cutivo y éste, que a través de toda la fundamentación de 
su veto se refiere a disposiciones especiales, y no al total 
del proyecto, estampa luego un veto total. ¿Por qué lo 
hace? Naturalmente, lo hace en ejercicio de una función 
o facultad que institucionalmente posee. Pero ¿por qué 
determina un veto total y no parcial? Porque, evidente- 
mente, el Poder Ejecutivo no quería ser objeto de una 
votación en la Asamblea Gneral en la que hubiera una 
mayoría adversa a su veto, en la medida en que dicho 


«veto podía ser levantado por la mayoría absoluta de pre- 


sentes. : 


Cuando el Poder Ejecutivo fija un veto total, cambia 
el esquema y entonces sí los tres quintos de votos eran 
absolutamente imposibles de conseguir en el espectro po- 
lítico en que se manejaban las posiciones respecto a arren- 
damientos. 


Repito que en esa circunstancia tenemos que plantear 


* los hechos con absoluta claridad. El Poder. Ejecutivo no 


recrea con su veto una situación de justicia; más aún, 
crea una situación de profunda injusticia porque hubo 
gente que, en función de normas aprobadas en la Asam- 
blea General, hizo uso, en algún caso —y me consta que 
ha sido así— de la posibilidad de rescisión unilateral del 
contrato, que el veto del Poder Ejecutivo impidió que lue- 
go pudiera concretarse en derecho; aquello que había si- 
do realizado simplemente en función, equivocada o no, 
de una expectativa que un proyecto de ley le da. 


Reitero que en esto tenemos que ser muy claros. El 
Poder Ejecutivo no recrea una situación de justicia, sim- 
plemente opta: protege a los pequeños propietarios, pero 
desprotege, sustancialmente, a los inquilinos, a los que sí, 
en la Concertación, todos nos habíamos comprometido a 
proteger. 


Muchas gracias por la interrupción, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — El señor legislador Batalla plan- 
tea dos temas completamente independientes. Uno, relacio- 
nado con el alcance del veto del Poder Ejecutivo. El se- 
ñor legislador se agravia porque dicho Poder no realizó 
un veto parcial, 


SEÑOR BATALLA. — No me agravio, señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CANTON. — El señor legislador dice que-no 
se agravia, pero se queja, lo impugna, lo observa, entien- 
de que el Poder Ejecutivo estuvo equivocado al deducir 
un veto total en lugar de uno parcial. Diría, que habría 
que decir lo mismo cuando nos referimos a la interposi- 
ción del veto. De la misma manera que el veto total tie- 
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ne respaldo de la Constitución, también lo tiene el par- 
cial. Es decir, que optar entre uno y Otro es ejercitar una 
opción entre dos alternativas absolutamente legítimas. Su- 
pongo que el Poder Ejecutivo en ejercicio de sus faculta- 
des, entendió que era tan importante o trascendental el 
cúmulo de observaciones a formular que optó, en ejerti- 
cio de su derecho, por el veto total. 


Con respecto al otro problema a que hacía mención 
el señor legislador Batalla —con toda la consideración que 
sabe que siento por su persona y por sus dotes, desde el 
punto de vista jurídico— quiero recordarle —y vamos a 
confrontar los puntos de vista— que incurre en un error. 


No estoy de acuerdo con lo que manifiesta el señor 
legislador, en cuanto a que el proyecto aprobado por la 
Asamblea General, desamparaba en forma total al pe- 
queño propietario. 


En la Asamblea General, dijimos reiteradamente que 
la figura del modesto propietario debía ser contemplada 
aunque fuera en forma tan mínima, por lo que era incom- 
prensible que no se acogiera, ya que lo que le quitábamos 
al inquilino era el amparo del tope del 25%, es decir, la 
congelación del alquiler; pero le entregábamos, como al- 
go muy importante, la intensa protección de las franjas. 


Lo que proponíamos, consistía en un mínimo de equi- 
librio entre ambos intereses. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. ; 


SEÑOR RICALDONI. — Quiero señalar que no estoy * 


de acuerdo con la interpretación que de los textos consti- 
tucionales hace el señor legislador Batalla, en lo que tie- 
ne que ver con el veto total o parcial. 


Creo que con una argumentación meramente juri- 
dica se hace la prueba del nueve, en cuanto a demostrar 
que el Poder Ejecutivo no eligió el veto total, por una 
mera picardía reglamentaria o por una razón vinculada 
con una supuesta mayoría menor para el caso del veto 
parcial. 


El señor legislador Batalla ha mencionado el artícu- 
lo 139 de la Constitución, que dice: “Si las observaciones 
del Poder Ejecutivo se refirieren a una parte del pro- 
yecto, la Asamblea, por mayoría absoluta de presentes, 
podrá ratificarlo ajustándose a aquellas”. Aquí lo que 
se está señalando es que esta mayoría absoluta de pre- 
sentes se requiere para ajustarse a las observaciones del 
Poder Ejecutivo. De lo contrario, si la Asamblea Ge- 
neral no se ajusta a las observaciones del Poder Ejecutivo, 
rige la mayoría del artículo anterior, o sea, que se re- 
fiere a los tres quintos de los miembros presentes. Esto 
quiere decir que, con veto total o parcial, si la Asamblea 
discrepa con las observaciones formuladas por el Poder 
Ejecutivo, se necesitan tres quintos de miembros pre- 
sentes, y no la mayoría absoluta de presentes que fue, 
a mi juicio, lo que equivocadamente sostuvo el señor 
legislador Batalla. Por esta razón, manifesté que la in- 
tención del Poder Ejecutivo no apuntaba en esa direc- 
ción, sino a otra que voy a señalar cuando haga uso 
de la palabra. : 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite, señor legislador? 
SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — La, interpretación que señala 
el señor legislador Ricaldoni no difiere de la que, en su 
oportunidad, yo expuse. Manifesté que para que la Asam- 
blea General se pronunciara en contra del veto del Poder 
Ejecutivo, necesitaba tres quintos de votos del total de 
sus integrantes, es decir, que el veto total impedía ple- 
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namente la vigencia de la ley, y que el Poder Ejecutivo 
tenía en sus manos los mecanismos adecuados para esta- 
blecer la vigencia de algunas de las disposiciones de pro- 
tección. También podía fijar normas modificativas del pro- 
yecto, en lo que entendía que no cubría adecuadamente 
la protección del pequeño propietario. 7 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señalaba el señor legislador 
Araújo —en calificaciones que naturalmente respeto, pero 
no comparto en absoluto— que el veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo era incomprensible. Además, indica 
—€se era el sentido de su afirmación, con el poder sim- 
plificador que le es característico— que la posición del 
Poder Ejecutivo, era prácticamente la entronización de 
lo que él llamaba “la ley Soneira”. Se estaba refiriendo 
al Decreto-Ley N% 14.219, del año 1974, que técnicamente 
tiene cosas respetables, y también podrá tener otras que 
seguramente no se comparten, pero, por el hecho de haber 
sido dictado bajo un régimen de facto, no nos podemos 
referir a él anteponiéndolo a la opinión pública como 
una especie de “cuco malo”, de fantasma. 


En el Partido Colorado nos gusta ser medidos y ac- 
tuar con sentido de justicia, sin aplicar demagógicamente 
expresiones que no corresponden —sin que quiera atri- 
buir esta intención a nadie—, por lo que no comparti- 
mos estas calificaciones. 


El veto del Poder Ejecutivo no es incomprensible ni 
entronizador de ningún decreto-ley del régimen de facto. 


Diría, que basta la lectura —y voy a ser muy breve— 
de las razones expuestas por el Poder Ejecutivo al haber 
vetado este proyecto, para ver en qué términos, fácil- 
mente comprensibles, se opone la expresión de agravio 
—digamos— por no haber contemplado al pequeño pro- 
pietario. El Poder Ejecutivo manifiesta que el régimen 
proyectado es injusto para un amplio sector social: el 
de los pequeños propietarios, porque pasa por alto el 
hecho de que este sector no especula con las reglas, sino 
que las utiliza como legítimo medio de subsistencia. 


¿Es esto incomprensible? No sólo no lo es para los 
pequeños propietarios, sino para cualquier ser humano que 
viva en el Uruguay y que tenga un sentido de justicia. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: voy a in- 
currir en el vicio que hace un rato criticaba, amistosa- 
mente, con el señor legislador Fau. 


Creo que, si en lugar de reiterar todo lo que hemos 
dicho sobre este tema en la Cámara de Representantes, 
en la de Senadores y en la Asamblea General, este tiempo 
lo empleáramos en redactar un proyecto de ley de alqui- 
leres, estaríamos solucionando el problema, y no cansan- 
do a toda la opinión pública. Pero, a raíz de la última 
afirmación que hizo, por vía de interrupción, el señor 
legislador Batalla, en cuanto a que por vía del veto par- 
cial el Poder Ejecutivo podía haber enviado alguna dis- 
posición sustitutiva para solucionar el problema de los 
pequeños propietarios, quiero decirle —con todo respe- 
to— que eso no lo puede hacer el Poder Ejecutivo, ni 
en este caso, ni en ninguno, cuando observa un pro- 
yecto de ley. 


Ese tema fue discutido largamente en la Asamblea 
General, en la sesión del 20 de diciembre de 1957. En. 
esa oportunidad, se trataba de vetar un impuesto y el 
Poder Ejecutivo entendió que, por vía de la observación 
parcial, podía sustituir el impuesto ereado en la ley que 
sancionara al Parlamento, por otro con carácter de dis- 
posición sustitutiva. 
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En aquella circunstancia, el hoy senador, señor Ro- 
dríguez Camusso, que estaba en la Asamblea General, y 
que era representante, con la claridad que habitualmente 
lo caracteriza, expresó con fundamentos inequívocos, que 
eso el Poder Ejecutivo no lo podía hacer. 


Entre otras razones, porque se trataba de un im- 
puesto que, de acuerdo al artículo 87 de la Constitución 
requería mayoría absoluta en cada Cámara. 


Sobre el tema de fondo, hubo una exposición medu- 
lar, realizada por el entonces señor senador Etchegoyen, 
apoyada por el señor senador Eduardo Rodríguez Larreta 
y por otros legisladores. En ella se demostró de modo 
inequívoco, que lo único que puede hacer el Poder Eje- 
cutivo es oponer objeciones u observaciones, pero de nin- 
guna manera puede redactar artículos sustitutivos o en- 
viar un proyecto de ley por una: vía que no estaba pre- 
vista en la Constitución. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CÁNTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Pienso que no tendría sentido 
enfrascarnos en una discusión con el señor legislador 
Aguirre sobre un tema en el que estaríamos en discre- 
pancia, porque poco atiende al problema de fondo. 


Reitero mi posición, diciendo que creo que el caso 
que plantea el señor legislador Aguirre no es el común 
en esta materia, en que hay algunos casos especiales 
cuando se trata de la creación de un impuesto. 


Entiendo que han existido antecedentes —más de 
uno— en que la Cámara se ha allanado ante vetos inter- 
puestos por el Poder Ejecutivo, que redactaba en forma 

. distinta algunos de los textos comprendidos en el pro- 
yecto de ley. 


Tal como ocurre en Derecho, creo que en este caso 
las posiciones no son iguales. 


SEÑOR ARAUJO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR ARAUJO. — Mi interrupción va a ser suma- 
mente breve, señor Presidente. Voy a recurrir a esa virtud 
de simplificador a la que aludía el señor legislador Cantón. 
En realidad se trata de una aclaración. S 


En ningún momento he manifestado que lo no com- 
prensible fuese, en particular alguno de los fundamentos 
que acompañaban el veto del Poder Ejecutivo. Expresé 
que lo no comprensible era que el Poder Ejecutivo, des- 
pués de no hacerse oír por su propio partidó durante siete 
meses, sorprendiera a la [Asamblea General con un veto, 
con una postura que desconocían incluso sus propios le- 
gisladores. Dije que esto era lo que no comprendíamos 
y no en particular determinada observación o fundamento 
sobre alguno de los artículos o capítulos del proyecto de 
ley aprobado. 


Esta era simplemente, señor Presidente, la aclara- 
ción que quería formular. 


Muchas gracias, señor legislador. 


! SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: el señor le- 
gislador Aguirre en su interrupción señalaba que sería 
bueno que no abrumáramos a la Asamblea General y 
eventualmente a la ciudadanía. 
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Quiero dar una explicación de la actitud que asu: . 
mimos los legisladores colorados, y señalar que en el seno 
de la Comisión Bicameral, que se reunió esta tarde, con 
el señor legislador Ricaldoni hicimos un gran esfuerzo 
para tratar de ponernos de acuerdo y venir hoy, esta 
tarde, a la Asamblea General a votar en pocos minutos, 
como ansía fervorosamente el señor legislador Aguirre, si 
se levanta o no el veto del Poder Ejecutivo. Abogamos 
extensamente pero como el señor legislador Araújo ha 
reivindicado su derecho incuestionable, desde el punto de 
vista constitucional, de hablar, comprenderá la Asam- 
blea General que en la medida en que él ha expuesto 
conceptos de ataque al Poder Ejecutivo, y.a la bancada 
colorada, en el ejercicio del mismo derecho podemos res- 
ponder. Lo mismo haria el señor legislador Aguirre si le 
hubiera ocurrido algo parecido. z 

Señalo, señor Presidente, brevemente lo siguiente, para 
dirigir esto a su culminación y responder a lo que es 
un ansia profunda de la Asamblea General en el sentido 
de entrar a definir el levantamiento o no del veto dis- 
puesto por el Poder Ejecutivo. 


El señor legislador Araújo se refería al espíritu que 
habría expresado recientemente la Comisión Bicameral. 
Sobre esto deseo hacer algunas precisiones, porque esta- 
mos entrando al centro de la cuestión. Si esta noche la 
Asamblea General aprueba lo propuesto por el grupo 
bicameral para lograr ese consenso, entonces va a ser 
importante que se conozcan los puntos de vista de la 
bancada del partido de gobierno, cuyos votos van a ser 
indispensables, como asimismo los de los otros partidos 
políticos, para que se sancione rápidamente una ley de 
emergencia en materia de alquileres. 


El señor legislador Araújo señalaba que en la Co- 
misión Bicameral habíamos llegado a un acuerdo en cuan- 
to a respetar el espíritu del proyecto de ley emanado 
de la Asamblea General. Pienso —no sé si el señor legis- 
lador Ricaldoni piensa como yo— que decir esto puede 
inducir a equívocos. Nosotros dijimos en la primera de 
las dos reuniones que celebramos en la Comisión Bica- 
meral, a través de una exposición muy clara del señor 
legislador Ricaldoni, que compartíamos el artículo por el 
Cual se concedería una prórroga a los inquilinos de casa 
habitación buenos pagadores, hasta abril de 1986; que 
no habría reparos en la bancada colorada en cuanto a 
conceder también un amparo similar para contemplar la 
situación dramática de los ocupantes de cantegriles o asen- 
tamientos marginales; que no habría problema, en con- 
cepto de la bancada colorada, en cuanto a establecer una 
disposición relacionada con la obligación que se le crea 
a la Suprema Corte de Justicia de informar trimestral- 
mente de los desalojos que se instauren en su seno o en 
los distintos juzgados. Asimismo establecimos que no ha- 
bría, en concepto de los legisladores colorados, reparos 
fundamentales —aunque algunos legisladores de nuestra 
bancada no lo comparten— en establecer un registro 
para que la ley no siga manejándose en las tinieblas, en 
el desconocimiento de los hechos y sólo estemos a mer- 
ced de las informaciones que brindan las organizaciones 
que representan a los inquilinos o a los propietarios. 


Finalmente dijimos, señor Presidente, como lo hemos 
dicho después públicamente, que en torno a estos temas 
aguardábamos una reunión "de la bancada para tratar de 
contemporizar el proyecto que habríamos de impulsar 
—E£€l nuestro, el de la bancada colorada—, con el veto 
del Poder Ejecutivo. Los dos temas conflictivos, difíciles, 
eran, por un lado, cómo establecer una disminución del 
reajuste legal, de actualización anual y, por otro, el ca- 
pítulo de pensiones, casas de inquilinato;, hoteles y mo- 
teles. Eso fue todo lo que se dijo. 


Si el señor legislador Araújo quisiera hacernos decir 
—supongo que no-— que nosotros cuando hablamos del 
espíritu de la ley acompañábamos los aspectos sustan- 
ciales observados por el Poder Ejecutivo, tenemos que 
decir que no. Vamos a actuar con coherencia para bus- 
car no un nuevo veto del Poder Ejecutivo, señor Presi- 
dente, sino lo que el señor legislador Araújo desea o a 
lo que aspira la ciudadanía uruguaya: que haya una ley 
de emergencia de alquileres. Si como señala el señor 
legislador Araújo, su sector político, en ejercicio de su 
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derecho —como decía textualmente— se mantiene en todo, 
en su posición, entonces no habrá ley de alquileres. Aquí 
de lo que se trata es de que todas las bancadas hagamos 
un esfuerzo de comprensión, si queremos una ley de 
emergencia de alquileres, para poder equilibrar discre- 
pancias y obtener un proyecto definitivo. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR STURLA, — Sé que el señor legislador Cantón 
formuló en su momento —se lo oí decir en la Cámara 
de Representantes cuando discutimos este proyecto hace 
cinco meses— numerosas observaciones al proyecto de 
ley que aprobara primeramente la Cámara de Represen- 
tantes y a los conceptos que contenía el proyecto que ha 
sido objeto de observaciones por parte del Poder Eje- 
cutivo. 


En la medida en que el señor legislador invocó la 
representación de la bancada del Partido Colorado, me 
pregunto si esto no sería mucho más fácil de resolver si 
el partido de gobierno nos dijera: bueno, señores, hemos 
comprendido que lo que era constitucional para nosotros 
hace dos meses, hoy ha dejado de serlo; que lo que era 
bueno para nosotros hace veinte días —oída la voz ilu- 
minada que proviene del Edificio Libertad— hoy ha de- 
jado de serlo. Creemos que ese planteo hubiera sido mu- 
cho más claro y nos hubiera ahorrado horas de discusión, 
facilitando enormemente la resolución de las cosas. Si aquí 
estamos, señor Presidente, volviendo a discutir lo que 
antes fue bueno y ahora es malo, lo que antes fue cons- 
titucional y ahora no lo es, tengo el temor de que en- 
tremos en un entrevero bastante peligroso de conceptos. 


Muchas gracias, señor legislador. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: creo que el 
señor legislador Sturla es injusto. 


Quizás la circunstancia de un viaje muy legítimo, 
que ha enriquecido seguramente los conocimientos jurí- 
dicos y personales que todos le reconocemos a este exce- 
lente legislador, lo haya alejado un poco en los últimos 
tiempos de lo que fue el tratamiento de este tema a nivel 
legislativo. el 


El señor legislador Sturla nos hace aparecer como 
iluminados según la expresión que ha dado al señor Pre- 
sidente de la República. Expreso que nuestra bancada 
desde luego recibe los pensamientos del señor Presidente 
de la República doctor Julio María Sanguinetti con un 
extraordinario respeto, por ser quien es, por su larga tra- 
yectoria y por ser el Presidente de la República. Diría 
con total humildad —mis compañeros saben que no me 
caracterizo por ser vanidoso— que tal vez el efecto fue 
recíproco, que de pronto el señor Presidente de la Repú- 
blica comprendió que lo que aquí, en nuestra bancada 
colorada, se sostuvo en materia de salvaguarda de los 
pequeños propietarios, justificaba incorporar, en un ca- 
pítulo especial en el Mensaje que estableció el veto, la 
defensa de esa gente que desamparó la Asamblea Ge- 
neral: De forma tal, señor Presidente —aludo respetuo- 
samente al señor legislador Sturla— que aquí en nuestro 
partido existen recíprocas interferencias: nos oímos, es- 
cuchamos la voz esclarecida e importante del señor Pre- 
sidente de la República y a la vez él escucha a estos 
humildes legisladores. A la vista está que nuestra pré- 
dica o nuestras formulaciones de soluciones justas para 
los pequeños propietarios, fueron acogidas por el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR TORIANI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 
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SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR TORIANI. — Señor Presidente: quiero dar fe 
de que si bien comparto lo que afirma el señor legislador 
Sturla con respecto al resto de la bancada del partido de 
gobierno, también es cierto que el secor legislador Can- 
tón, a lo largo de la discusión, tozudamente ha manteni- 
do estos términos que expresa. Utilizo el término “tozu- 
damente” con el mismo respeto con que lo hizo el sebor 
legislador Cantón cuando se refirió a los tozudos que man- 
tuvimos permanentemente otra posición, por el solo hecho 
de no haber aceptado que sus premoniciones acerca de la 
postura final del Poder Ejecutivo, coincidente en este 
caso con la de la bancada pachequista, iban a ser ciertas, 
tal como él lo enunciaba. 


Aprovecho la interrupción que me concedió el señor 
legislador Cantón para referirme a otros dos o tres pun- 
tos. 


Con respecto al veto, creo que nadie ha afirmado que 
haya sido un recurso ilegítimo del Poder Ejecutivo; por 
el contrario, hemos señalado que se trata de una decisión 
políticamente equivocada y, sobre todo, que es injusta para 
un importantísimo sector social que se iba a ver benefi- 
ciado. También afirmamos que este recurso del veto es 
sumamente inoportuno en la medida en que el tratamien- 
to del proyecto sancionado, tras complicados procedimien- 
tos y extensos debates, en el ámbito parlamentario, po- 
dría haberse evitado con iniciativas del Poder Ejecutivo, 
que no existieron, ni siquiera para beneficiar al pequeño 
propietario que últimamente parece preocupar mucho 
—Que preocupa— al señor legislador Cantón, pues los de- 
fiende con gran calor. 


En otras oportunidades ya le hemos dicho al señor 
legislador Cantón que los frenteamplistas defendimos a, los 
pequeños propietarios, no sólo ahora sino siempre; con: 
sideramos su situación en nuestro programa de gobierno 
que presentamos y postulamos inclusive mucho antes del 
período preelectoral, en la propia Concertación Nacional 
Programática. Por eso no vamos a aceptar, como no lo 
hicimos en una anterior Asamblea General ni en la Cá- 
mara de Representantes, estas afirmaciones de que no 
hemos querido hacer justicia con los pequeños propieta- 
rios, Ya señalaron claramente otros representantes fren- 
teamplistas que me precedieron en el uso de la palabra 
—en particular el señor legislador Araújo— que nosotros 
permanentemente hemos tenido preocupación por los pe- 
queños propietarios. Si hoy no están contemplados se de- 
be, principalmente, al partido que integra el señor legis- 
lador Cantón. Debe recordar el señor legislador Cantón 
que fuimos nosotros quienes oportunamente le imputamos 
que la fórmula que presentaba para proteger al pequeño 
propietario era una simple forma de repartir miseria. 
También en aquel momento nos decía todo lo que podía- 
mos hacer. Reconozco que dicho todo eso como legislador, 
podría ser admitido formalmente; pero la formalidad, en 
última instancia es poca cosa, pierde su prestigio cuando 
el señor legislador Cantón intenta defender la tesis del 
Poder Ejecutivo, porque a ese Poder y al partido que él 
integra es a quienes les reclamamos medidas efectivas, 
iniciativas que nunca llegaron, así como medidas de las 
Intendencias Municipales —en particular se habló de la 
de Montevideo— sobre las que existen antecedentes, como 
puede ser la rebaja de los tributos municipales, de la tasa 
de alumbrado o de la contribución inmobiliaria a la figu- 
ra del pequeño propietario, que señalo no se puede decir 
que no existe porque ella aparece, inclusive, a partir de 
la formulación del señor legislador Cantón, ya que él la 
ha propuesto en la Asamblea General y en la Cámara de 
Representantes. De manera que está bien determinada; se 
la puede definir de la manera que lo hizo el señor legis- 
lador Cantón, como aquel núcleo familiar que percibe me- 
nos de 50 UR. Pienso que en esos Cas0s se podría exone- 
rar del pago de la contribución inmobiliaria, tal como se 
ha indicado. 
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El señor legislador Cantón no ha respondido con res- 
pecto a estas medidas ni ha tcmado posición política, al 
margen de que en el plano concreto de su actividad legis- 
lativa, reconocemos que se encuentra en la misma situa- 
ción de impotencia que nosotros para proteger al pequeño 
propietario con medidas realmente justas y no con éstas 
que crean una nueva figura en el país: la de los peque- 
ños propietarios con suerte y la de los pequeños propie- 
tarios sin suerte. Empleo este calificativo para no utilizar 
algún adjetivo que podría resultar irreverente a la Cá- 
mara. 


Resulta muy claro que dos inquilinos que se encuen- 
tren en la misma situación van a pagar sumas diferentes, 
ya sea que encuentren en suerte un propietario pequeño 
o uno grande. Por eso, de prosperar la fórmula propuesta 
por el señor legislador Cantón, se van a Crear comisiones 
de iquilinos que se encargarán de investigar si la propie- 
dad que se va a arrendar le pertenece a uh pequeño O 
gran propietario, a efectos de ver si le conviene. Todo ello 
llevará a que exista una gran demanda de casas que per- 
tenezcan a grandes propietarios. 


Insistimos en que el sentido de justicia o de injusti- 
cia del señor legislador Cantón no es el nuestro; que los 
intereses no están contrapuestos entre pequeños propie- 
tarios y modestos inquilinos. El centro de la cuestión no 
es éste, sino que el proyecto aprobado en el Poder Legis- 
lativo de acuerdo a lo concertado, afecta los intereses de 
grandes capitales que están en juego por las medidas que 
aquí se adoptan para beneficiar sobre todo a los modestos 
inquilinos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
gislador Cantón. - 


SEÑOR CANTON. — En realidad, deseo terminar mi 
intervención, pero las interrupciones que se me solicitan 
hacen que absorba un tiempo mayor del que sería razo- 
nable. 


El señor legislador Sturla me está solicitando una in- 
terrupción, pero antes deseo contestar al señor legislador 
Toriani, quien me acusa muy amablemente de tozudez en 
mi posición de amparo al pequeño propietario, tozudez 
que espiritualmente me enaltece. 


Me ha ocurrido en varias oportunidades, tanto en la 
Asamblea General como en la Cámara de Representantes, 
algo especial, o sea, que tratándose de temas que ya han 
sido explicitados y con razones aparentemente satisfac- 
torias, al señor legislador parecería que no le convencie- 
ran, repitiendo los mismos argumentos y obligando a que 
se le replique. 


El señor legislador hace caudal de que el Partido Co- 
lorado, a través de sus gobernantes, debió haber contem- 
plado al modesto propietario con exenciones tributarias. 
Este aspecto ya ha sido aclarado en dos oportunidades 
por el señor legislador Ricaldoni. De forma tal que si leal- 
mente analizamos el problema nos encontramos con que 
el señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Zer- 
bino, fue convocado a la Comisión de Constitución y Le- 
gislación de la Cámara de Senadores y se le solicitaron 
exoneraciones tributarias, llegándose a una conclusión 
irreversible: que era imposible uná exoneración tributaria 
en lo inmediato, que tal vez las soluciones podrían apun- 
tar a exenciones en el Impuesto al Patrimonio y €l pe- 
queño propietario no llega a pagar ese impuesto, por lo 


cual la solución no es idónea. 


Señor Presidente: al Partido Colorado le preocupa la 
situación del modesto propietario y le importa de verdad. 
Sabido es que éste no paga el Impuesto al Patrimonio. 


El señor legislador Ricaldoni ya se refirió, en varias 
oportunidades, a las medidas a adoptar en el ámbito mu- 
nicipal, preguntándose cómo haríamos, en términos que 
pudieran ser acogidos en una ley de emergencia, para 
convencer a diecinueve Intendentes de diversas filiacio- 
nes políticas para que aplicaran una solución igualitaria 
que permitiera contemplar, con exoneraciones idénticas, 
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y 
en el mismo marco temporal, a todos los pequeños pro-* 
pietarios del país. Esto es absolutamente imposible. 


Por lo tanto, derivamos que la única fórmula de lo- 
grar el equilibrio entre modestos inquilinos y pequeños 
propietarios es la vía de la ley de emergencia. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR STURLA. — Señor Presidente: temo que el 
señor legislador Toriani tenga problemas de cuestiona- 
miento ideológico en su partido, luego de su defensa de 
la propiedad privada. : 


El señor legislador Cantón ha manifestado que cree, 
en su modesto razonamiento —no lo considero así— que 
determinados hechos pudieron haber impulsado al Podet 
Ejecutivo a cambiar su política o sensibilizar su opinión 
respecto a este tema y a formular objeciones a la ley * 
sancionada por la Asamblea General. 


Tengo el temor de que los canales de información 
existentes entre la bancada del Partido Colorado y el Po- 
der Ejecutivo no funcionen bien o lo hagan parcialmente. 
Hemos podido apreciar en determinadas oportunidades có- 
mo reacciona rápidamente la bancada colorada ante los 
Mensajes del Poder Ejecutivo. Pero de ser cierta la afir- 
mación del señor legislador Cantón, ese hecho no acon- 
tece de igual forma cuando sucede a la inversa. Todos 
sabemos que este proceso se inicia en abril de €ste año, 
con los estudios que realiza una Comisión Especial de la 
Cámara de Representantes. Esta Comisión finaliza sus 
trabajos con un proyecto de ley que la Cámara sanciona 
a fines del mes de mayo. Luego siguió un largo proceso 
de estudio en la Cámara de Senadores y más tarde se 
trató el tema por parte de una Comisión bicameral de la 
Asamblea General. En todo este proceso, el Poder Ejecu- 
tivo jamás dejó oir su voz en este tema ni dio su opi- 
nión sobre este problema. Sin embargo, la hace oír a] fi- 
nal, después de muchas cavilaciones y mucho trajinar. 


En este momento nos preguntamos por qué ha de- 
morado todo este tiempo el Poder Ejecutivo y no tene- 
mos más remedio que concluir, vistas las actitudes asu- 
midas en el transcurso de estos cinco meses, en que ha 
demostrado una absoluta indiferencia frente a este pro- 
blema que consideramos en la sesión de hoy. 


En consecuencia, señor Presidente, ese será el sentido 
de nuestro voto en la noche de hoy, es decir, sanciona- 
remos la absoluta indiferencia del Poder Ejecutivo ante 
un tema, cuyas soluciones concretas —bien sabe el señor : 
legislador Cantón que en un momento no las comparti- 
mos— el Poder Ejecutivo... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Comprendo que los señores 
legisladores han oido estas argumentaciones más de una 
vez, pero entiendo que debemos guardar el silencio que 
pl mientras se efectúan las distintas interven- 
ciones. 


Puede continuar el señor legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: voy a ser muy 
breve en mi respuesta al señor legislador Sturla. 


Repito que debo manifestar que la causa del pequeño 
propietario —desearía no volver a mencionar este punto— 
fue una constante durante el tratamiento de la Ley de 
Alquileres, a lo largo de todo el tortuoso tratamiento en 
la Cámara de Representantes. En las circunstancias que 
ya anoté oportunamente, recordará el señor legislador 
Sturla que ante un planteamiento formulado por el señor 
legislador Millor, de la bancada de la Unión Colorada y 
Batllista, reaccionó favorablemente. 
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Interpreto que el Poder Ejecutivo —no soy su vcce- 
ro— siempre tuvo la esperanza de que la Asamblea Ge- 
neral amparara también al pequeño propietario, actitud 
que lamentablemente no adoptó. 


SEÑOR PASQUET, ES ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. : 
Ñ SEÑOR PASQUET. — El señor legislador Sturla se- 
ñala, señor Presidente, una eventual contradicción dentro 
de la posición del Partido Colorado, porque en determi- 
nado momento sus legisladores votan un proyecto y luego 
el Poder Ejecutivo veta la ley en la que intervinieron sus 
propios legisladores. 


Si no recuerdo mal, la posición del señor legislador 
Sturla en este tema, no es precisamente un modelo de 
homogeneidad y coherencia, ya que votó afirmativamente 
en la votación general al tiempo que dejaba sentada una 
serie de observaciones fundamentales respecto a la arqui- 
tectura y economía de este proyecto de ley, que comple- 
mentó con una votación negativa de artículos trascen- 
dentes en todo el mecanismo legal. Sin embargo, el señor 
legislador Sturla no se pronunció en contra de esta ley 
de emergencia. Insisto en que anunció que la iba a votar 
en general, pero marcó discrepancias particulares de tan- 
ta importancia que, en definitiva, resultó algo así como 
un cuchillo sin mango al que le faltaba la hoja. Ninguna 
de las disposiciones vitales de la ley le servían, tomando 
una actitud parlamentaria que no es aislada en su ges- 
tión, sino que ya la hemos apreciado en otros proyectos 
considerados por la Cámara de Representantes, como por 
ejemplo, en oportunidad de tratarse el proyecto de ley 
de reapertura del Frigorífico Nacional. En ese momento 


votó afirmativamente, sin perjuicio de formular una serie, 


de reparos sustanciales y muy sólidos conceptualmente, 
respecto a la iniciativa de reapertura. 


Por lo tanto, entiendo que el señor legislador Sturla 
no es la persona más apropiada para señalar eventuales 
incongruencias del partido de Gobierno en esta materia. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador, para contestar una alusión? 


SEÑOR CANTON. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Sturla. 


SEÑOR STURLA. — Señor Presidente: en este mo- 
mento hay varios puntos en discusión y no me parece 
oportuno que la Asamblea General se aboque a juzgar mi 
conducta parlamentaria, lo cual sería un absurdo. No se 
trata de obtener un privilegio, sino —con el respeto, inte- 
lectual y político, que tengo hacia el señor legislador Pas- 
quet— que no estoy dispuesto a Que se juzgue liviana- 
mente mi conducta. Por el contrario, entiendo, uno de 
los puntos en discusión es la actitud de la bancada del 
Partido Colorado y del Poder Ejecutivo. No pienso come- 
ter la tontería de entrar a juzgar mis actitudes parla- 
mentarias. El señor legislador Pasquet conoce mi forma 
de actuar y tiene derecho a opinar de ella lo que Crea 
conveniente. De lo que no estoy tan seguro es de la con- 
gruencia de cuestionarlas en Sala en este momento, por- 
que todos los señores legisladores conocen perfectamente 
el fundamento de mi voto en las dos oportunidades a 
que hace referencia el señor legislador Pasquet. 


No cambiemos el tema, ya que lo que estamos tra- 
tando es la actitud del Poder Ejecutivo y del Partido Co- 
lorado y no el motivo por el cual voté afirmativa o nega- 
tivamente en determinada oportunidad. 


En consecuencia, las explicaciones que el señor legis- 
lador Pasquet requiera sobre mi conducta, se las daré con 
mucho gusto en otra instancia y lugar. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa se permite exhor- 
tar a los señores legisladores a encauzar esta sesión en 
el punto a estudio. Llevamos ya tres horas de trabajo y 
prácticamente nos encontramos en el lugar de partida. 
Nos hemos reunido para decidir acerca de un veto pro- 
puesto por el Poder Ejecutivo a un proyecto de ley y pa- 
recería lógico dedicarnos especificamente a su análisis. 


Puede continuar el señor legislador Cantón. ña 


SEÑOR CANTON. — Señor Presidente: coincidiendo 
con su criteriosa exhortación, seré breve. 


Debo expresar que la bancada del Partido Colorado 
tiene el mejor espíritu —ya que se ha hablado de esta 
forma— para lograr lo que la opinión ciudadana reclama: 
una definición acerca de la Ley de Emergencia de Alqui- 
leres. Nuestro deseo es que con prontitud exista un pro- 
nunciamiento en ese sentido. - 


Obviamente —desde ya anticipamos que tendremos el 
apoyo del señor legislador Ricaldoni y de la bancada del 
Partido Colorado— este proyecto tendrá que ser en tal 
forma criterioso, conociendo la posición del Poder Eje- 
cutivo que, amparando al modesto inquilino, proteja y 
defienda al modesto propietario. Además entendemos que 
se debe eliminar de la ley las visibles inconstitucionali- 
dades denunciadas en esta Asamblea por el señor legis- 
lador Aguirre, que aunque provengan de la CONAPRO, 
no pueden formar parte de una ley aprobada en un ré- 
gimen de derecho. 


Tenga la certeza, la opinión ciudadana de que la ban- 
cada del Partido Colorado contribuirá, en la Comisión 
Especial, que se constituya a los efectos, a que el país 
cuente con una ley de emergencia de alquileres, 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: es tradi- 
cional que al iniciar una exposición, después de unas cuan- 
tas horas de sesión, se diga “seré breve”. No sé si así ocu- 
rrirá, pero sí sé que seré mucho menos extenso de lo que 
había previsto inicialmente, por dos razones. En primer 
lugar, porque creo que estamos entrando en un círculo 
vicioso, en €l cual se está reiterando todo lo que nos ha 
fatigado durante tantos meses. En segundo término, por- 
que muchos de los temas ya han sido tratados y, alter- 
nativamente, o he ido sustituyendo lo que me había pro- 
puesto desarrollar o, el transcurso de este debate me ha 
sugerido, sobre la marcha, algunas reflexiones que no pen- 
saba realizar. 


Entre los puntos sobre los que no deseo detenerme, 
porque ya «han sido desarrollados y porque advierto que 
hay una clara mayoría en ese sentido, están los que tie- 
nen que ver con la obvia incompetencia de la Asamblea 
General para abocarse hoy a la formulación de un pro- 
yecto sustitutivo. A este respecto, es claro que hay una 
definida mayoría en esta Asamblea que descarta esa posi- 
bilidad. Venía preparado para un debate jurídico en esa 
materia, pero le hago gracia a los señcres legisladores 
el omitir los argumentos al respecto. 


En cuanto al veto interpuesto por el Poder Ejecutivo, 
voy a resumir, muy apretadamente, las reflexiones ¡que 
me había propuesto efectuar in extenso. 


No tengo dudas de que la controversia en esta Asam- 
blea General, debe ser alrededor del levantamiento o el 
mantenimiento del veto, como lo mandan la Constitución 
y el Reglamento de este Cuerpo y agregaría —si se me 
permite— como lo indica el sentido común. 


Las discusiones de detalles sobre aspectos del proyecto 
de ley vetado, de normas que pudieron ser y no fueron, 
quizá sean interesantes o útiles a la hora de reconstruir 
lo hecho con el fin de ponernos a trabajar nuevamente. 
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Me parece que en ese sentido sé han deslizado dos 
afirmaciones principales que creo merecen algún comen- 
tario de mi parte. La primera tiene que ver con la acti- 
tud del Poder Ejecutivo al interponer este veto; y la se- 
gunda dice relación con la aparente sorpresa que el mis- 
mo causó y que habría tomado desprevenida, inclusive, 
a la bancada del Partido Colorado. Pienso que esos son 
los temas centrales de la discusión. 


Debe quedar claro, una vez más —aunque signifique 
incurrir en una reiteración— que el Poder Ejecutivo, al 
interponer este veto, ha actuado en el más estricto marco 
de las competencias que la Constitución le asigna como 
co-legislador. 


Debe entenderse claramente que la elaboración de las 
leyes, así como requiere el concurso de las dos Cámaras 
que integran el Poder Legislativo, también necesita la par- 
ticipación del Poder Ejecutivo. Este, por las normas cons- 
titucionales tiene la facultad de observar por inconve- 
niencia O por inconstitucionalidad e, inclusive, por razo- 
nes de forma, cualquier proyecto emanado del Poder Le- 
gislativo. 


Esta no es una mera afirmación mía. Lo reconoce, 
unánimemente, la práctica del Parlamento y, también, la 
doctrina del país. 


Decía el doctor Justino Jiménez de Aréchaga que 
siendo el Poder Ejecutivo, uno de los dos Cuerpos esen- 
cialmente políticos, debe estar dotado de la facultad de 
oponerse a la transformación de un proyecto de ley, como 
medio de defender sus prerrogativas y competencias fren- 
te a la posible invasión de las mismas por parte del Poder 
Legislativo. 


Dice que se ha aceptado, normalmente, que el Poder 
Ejecutivo pueda oponerse toda vez que considere incon- 
veniente o inoportuno un proyecto y, obviamente también, 
en el caso de que considere que el precepto legal que se 
eleva a su consideración, es inconstitucional. 


Agrega el doctor Jiménez de Aréchaga que así como 
una Cámara podría oponerse a la sanción de un proyecto 
aprobado por la otra Cámara, por considerarlo contrario 
* a las disposiciones de la Constitución, la misma facultad 
debe reconocerse al' Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, el tema es claro. Desde el punto de vista 
constitucional, no hay dudas de que dicho Poder ha ac- 
tuado cumpliendo, escrupulosamente, con las obligaciones 
y prerrogativas que le confiere la Carta. 


Si repasamos el Mensaje del Poder Ejecutivo cuando 
devuelve el proyecto de ley, observamos que, por una par- 
te, lo objeta por su inconveniencia y, por Otra, por su 
inconstitucionalidad. Esa es una prerrogativa del Poder 
Ejecutivo. Se podrán compartir o no los motivos, los razo- 
namientos y las objeciones que lo impulsaron a ejercer 
el derecho de veto; pero, de ninguna manera se puede 
poner en tela de juicio su derecho a formular, en el acier- 
to O en el error, esa observación total al proyecto de ley 
que le remitió el Parlamento. 


. Aquí se ha señalado que ese veto total es despropor- 
cionado en relación con las normas que podrían, sí, haber 
sido impugnadas por dicho Poder y que podrían haber 
justificado un veto con lo que, probablemente, estaríamos 
esta noche en condiciones de aprobar definitivamente una 
Ley de Emergencia de Alquileres. 


Sin embargo, creo que a poco que se repase la curiosa 
estructura de este proyecto de ley que aprobó el Parla- 
mento, se advertirán las tremendas dificultades que exis- 
ten para separar aquellos aspectos que pudieran no me- 
recer observaciones de los que sí las merecieran. Se me 
podrá decir que podemos eliminar normas vinculadas con 
los fiadores, o las que se vinculan con la posibilidad de 
que el Banco Hipotecario financie la compra de la vivien- 
da por parte de los inquilinos, o las que tienen relación 
con el registro de contratos de arrendamiento u otras 
de ese tipo. Sin embargo, esas no son las disposiciones 
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due realmente resultan inconvenientes o inconstitucio- 
nales. ; 


Las objeciones que versan sobre las inconstituciona- 
lídades del proyecto elaborado por este Parlamento, no 
tienen nada que ver con las norrhas que acabo de citar, 
sino con otras Cuya eliminación dejaría un vacío norma- 
tivo que le quitaría sentido al resto del mismo. 


En la deliberación de la noche de hoy, he escuchado 
de parte de algunos señores legisladores de la oposición 
su reconocimiento de que, efectivamente, algunas normas 
observadas por el Poder Ejecutivo, debieron ser vetadas 
porque merecen críticas, Esto nos lleva de la mano a ad- 
vertir la razón de aquel Poder cuando señaló, reiterada- 
mente, que este proyecto era demasiado extenso y des- 
bordaba, sin duda, lo que debía ser una verdadera ley de 
emergencia. 


Entonces, cuando el Poder Ejecutivo veta esta inicia- 
tiva, está señalando que, a su juicio, hay normas que van 
en contra de lo que debe ser una adecuada política des- 
tinada a solucionar la problemática arrendaticia. Dice el 
Poder Ejecutivo que no se protege al pequeño propieta- 
rio, y entendemos que tiene razón; expresa que se podrá 
restringir la oferta y la demanda lo que, en definitiva, 
perjudica a la parte económicamente más débil por la 
consiguiente elevación de los alquileres, y le asiste razón; 
dice que el Capítulo V, que es el que tiene que ver con 
las casas de inquilinato, etcétera, desnaturaliza el con- 
trato de hospedaje al convertir en lo que no son a, los 
ocupantes de los establecimientos referidos en el artículo 
15, y no prevé la solución para los casos en que se regu- 
larice la situación, y en parte tiene razón. 


Señala, asimismo, que existen situaciones confusas y 
contradictorias, o soluciones inconvenientes y que, ade- - 
más, el proyecto contiene disposiciones permanentes que 
no se ajustan a la naturaleza de las normas de una ley 
de emergencia, y también tiene razón. 


Señala igualmente la inconstitucionalidad de varios 
artículos, por ejemplo, de los artículos 2 y 13 del proyecto, 
que clausuran procedimientos, en claro desconocimiento 
de la cosa juzgada, y también tiene razón porque con 
esos preceptos se viola la Constitución en tanto se afecta 
la separación de Poderes, y la autonomía del Poder Judi- 
cial. Es cierto que, además, dice que los artículos 13, 21 
y 22 limitan las potestades del Juez para fijar el monto 
de las indemnizaciones —daré luego mi opinión no muy 
acorde al respecto— y que el artículo 6% establece devo- 
luciones que afectan el derecho de propiedad, cosa esta 
última en la cual se pronuncia correctamente el Poder 
Ejecutivo. 


Hago notar, señor Presidente, que el Poder Ejecutivo, 
como co-legislador que es, repito, tiene las competencias y 
las obligaciones que derivan de su carácter de tal y, por 
lo tanto, desde el punto de vista constitucional, ha actua- 
do impecablemente al ejercer el derecho de veto. : 


Pero, sin perjuicio de lo anterior, deseo manifestar 
—por lealtad a mis compañeros de la Comisión bicame- 
ral— que no comparto la totalidad de los Argumentos que 
el Poder Ejecutivo ha esgrimido en su Mensaje para jus- 
tificar sus observaciones. Por ejemplo, en el país existen 
antecedentes que justifican que los jueces tengan un tope 
en el monto de las indemnizaciones y, hasta el momento, 
a nadie se le ha ocurrido pensar que ello atenta contra 
la independencia del Poder Judicial. 


SEÑOR PASQUET. — ¿Me concede una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR PASQUET. — Señor Presidente: deseo manl- 
festar que comparto lo que acaba de expresar el señor 
senador Ricaldoni. A mi juicio, no es de ningún modo 
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inconstitucional el establecimiento de topes en las indem- 
“ nizaciones que puedan acordar los jueces. En nuestro de- 
recho positivo existen numerosos ejemplos al respecto. 
Deseaba dejar expresa constancia porque en la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración, de la Cámara de Representantes, defendí este 
punto de vista. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Tampoco creo, señor Presi- 
dente, que se pueda hablar de desnaturalización del con- 
trato de hospedaje —y esto lo atribuyo a una inadver- 
tencia del Poder Ejecutivo— porque la norma relativa a 
la transformación de la calidad de huésped a inquilino 
OTE ya prevista en el artículo 113 del Decreto - Ley 

2 14.219, 


Pero con la misma claridad, también quiero decir que 
aunque discrepo con la fundamentación jurídica de este 
par de disposiciones, sin embargo pienso que, en Cambio, 
debieran ser tachadas de inconvenientes —no de incons- 
titucionales— y por lo tanto —aunque por otro camino— 
se hubiera llegado a la misma conclusión por el Poder 
Ejecutivo. 


En consecuencia, en lo personal y en nombre de la 
bancada del Partido Colorado, adelanto nuestra posición 
en el sentido de acompañar con nuestro voto el mante- 
nimiento del veto interpuesto. 


No me referiré, deliberadamente, a ninguna de las 
afirmaciones que contra la posición del Partido Colorado 
y del Poder Ejecutivo, se han realizado, para evitar que 
por vía de respuestas a alusiones, mi intervención se alar- 
gue excesivamente. 


Digo, sí, que no estoy de acuerdo con la afirmación 
de que el Poder Ejecutivo, al interponer el recurso del 
veto, haya interrumpido una tradición en materia dé 
leyes de alquileres. 


Recuerdo, señor Presidente, que una de las primeras 
polémicas de alto vuelo doctrinario, en cuanto a las com- 
petencias de la Asamblea General frente a la interposi- 
ción del recurso del veto que puede ejercer el Poder Eje- 
cutivo, ocurrió en 1921, precisamente por un veto inter- 
puesto por ese órgano a una ley de alquileres. En esa 
ocasión, los doctores José Espalter y Juan Andrés Rami- 
rez defendieron brillantemente la tesis de ia incompeten- 
cia de la Asamblea General para elaborar un proyecto 
alternativo. No vale la pena analizar ahora el funda- 
mento de esta posición. Hace unos días, el ex legislador, 
doctor Washington Beltrán, recordaba esta polémica que 
forma parte de la clásica discusión constitucional en la 
materia. De modo que no se puede decir que se haya roto 
una tradición. Y, en todo caso, romperla no implicaría 
por sí mismo, actuar al margen de las normas constitu- 
cionales, o de lo políticamente aceptable. 


Se ha dicho también, señor Presidente, que se impo- 
nía una solución de consenso, y que €lla no existe. Y yo 
digo que si el Poder Ejecutivo es co-legislador, el momento 
de buscarla es éste, porque de lo que se trata es de apro- 
bar, de una buena vez, una Ley de Alquileres. Tendremos 
que compatibilizar los puntos de vista de un co-legislador 
denominado Parlamento y de otro denominado Poder 
Ejecutivo. 


Se ha manifestado, además, que la Comisión Bicame- 
ral designada por esta Asamblea Genera] comenzó su la- 
bor entendiendo que elaboraba un proyecto de ley con el 
objeto de elevarlo a la consideración de €ste Cuerpo. Este 
punto de vista, es erróneo, En primer término, la Comi- 
sión abordó la posibilidad de lograr consenso sobre un 
proyecto alternativo, que no sería considerado en la sesión 
de hoy sino que su objeto sería faciliar la tarea del Par- 
lamento y tranquilizar a la opinión pública haciéndole 
conocer que existía un acuerdo, al menos, en los princi- 
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pios cardinales de una nueva ley a ser tratada luego de 
confirmarse el veto por la Asamblea General. 


También se dijo, señor Presidente, que en esta Co- 
misión Bicameral existió acuerdo —y se resolvió por una- 
nimidad— en el sentido de respetar el espíritu de la ley 
vetada. Yo señalo que ese acuerdo unánime se logró en 
torno a 4 o 5 puntos, que son los esenciales de una ley 
de emergencia; y sobre los demás, la discusión quedó 
abierta. En consecuencia, repito, lo que se trató de res- 
petar fue el espíritu de las resoluciones de la CONAPRO, 
cuyos alcances hace unos momentos explicó el señor le- 
gislador Granucci. 


Asimismo, se afirmó que el veto del Poder Ejecutivo 
es un agravio al Parlamento. Al respecto, me siento con- 
fuso porque, por una parte, se ha objetado, no la inter- 
posición del veto sino que haya sido total y no parcial; 
y, por otra, se ha objetado que parte del Parlamento no 
hubiera sido enterado de antemano de que el Poder Eje- 
cutivo iba a observar el proyecto, 


Sobre este último punto, como me lo señalaba hace 
un rato el señor legislador Marchesano, la situación es 
muy curiosa. Concretamente, ayer a.raíz del llamado a 
Sala del Ministro del Interior, varios señores legisladores 
criticaron al Poder Ejecutivo porque, de antemano, anun- 
ció su decisión de poner en funcicnamiento el mecanismo 
de los artículos 147 y 148 de la Constitución. Entonces, 
vemos que, en un caso algunos se sorprenden porque no 
se anuncia una conducta y, en el otro, porque la misma 
se anuncia. 


El Poder Ejecutivo no tiene obligación, ni política ni 
jurídica, de tomar de antemano posición con respecto a 
la labor del Parlamento, ni de anticiparla. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. S 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — No iba a intervenir 
en el debate de la noche de hoy, pero Creo que tengo la 
obligación de destacar muy brevemente que las sorpresas 
que recibimos no fueron precisamente las que señalaba 
el señor legislador Ricaldoni. 


En aquella oportunidad nos sorprendió —y lo diji- 
mos— la actitud del Poder Ejecutivo, por dos razones fun- 
damentales. En primer lugar, considero que fue extempo- 
ránea, porque adoptó la decisión de vetar un proyecto de 
ley luego que los legisladores que integran la bancada 
del Partido Colorado habían manifestado su expreso con- 
senso con la redacción del texto aprobado por la Comi- 
sión Especial de Alquileres y luego con el de la Asamblea 
General. 


En segundo término, la mayor sorpresa que recibimos 
fue que el Presidente de la República —es decir, el Poder 
Ejecutivo— tachaba de inconstitucional los artículos y 
disposiciones del proyecto de ley de alquileres. 


En esta misma Sala tuvimos oportunidad de leer el 
artículo 20 del proyecto de ley sobre los destituidos, que 
venía con la firma del señor Presidente de'la República 
y del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, li- 
cenciado Fernández Faingold. Consideramos que la tacha 
de inconstitucionalidad vale tanto para un caso como pa- 
ra el otro, porque el artículo 20 del proyecto de ley de 
destituidos hacía expresa referencia a los fallos del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, cuando habían 
pasado en autoridad de cosa juzgada. Este proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo expresaba que esos fallos pasados en 
autoridad de cosa juzgada, en cumplimiento de la sen- 
tencia judicial, iba na ser modificados en tales y cuales 
puntos. Recuerdo que, precisamente, se sustituía con bo- 
nos el pago de la condena que normalmente, debe hacer- 
se con dinero efectivo de curso legal. Por otra parte, en 


124—A.G. 


ese proyecto, el Poder Ejecutivo eliminaba el pago de los 
intereses, aunque la sentencia del Tribunal, pasada en 
autoridad de cosa juzgada, condenara al pago de ellos, 
como natural y comunmente se hace en estos casos. 


Vale decir que no sólo es inconstitucional en el sen- 
tido de que modifica la cosa juzgada —y así lo declara 
expresamente— sino que, además, está limitando la eje- 
cución de la sentencia judicial, o sea, el poder que tienen 
los jueces de emitir su fallo y aplicar condena sobre aque- 
llos puntos que han sido scmetidos a un conflicto de dere- 
chós y que acaba de resolver, y pasar en autoridad de 
cosa juzgada. 


Como vivimos en un período de grandes sorpresas 
—pasadas las que cComenté— antes de que la Cámara de 
Representantes censurara, en una moción que no merece 
discrepancias ni duplicidad de criterios interpretativos 
—porque está avalada por una tradición de más de cien 
años de vida política— al señor Ministro del Interior, el 
Poder Ejecutivo anunció por anticipado que estaba dis- 
puesto a mantener a ese Secretario de Estado. Lo que se 
resolvió, en definitiva, fue un voto de censura —y no otra 
cosa— aprobado por la Cámara de Representaantes, al 
cabo de una larga jornada que insumió más de 24 horas 
ininterrumpidas de discusión. : 


Estamos profundamente sorprendidos porque el señor 
Presidente de la República ha desconocido una tradición 
parlamentaria, que tiene mucho más valor ético y moral 
que el que pueda resultar de la aplicación estricta del 
texto constitucional. En la historia política del país, nin- 
gún Ministro censurado —como lo fue el doctor Manini 
Ríos— pudo continuar al frente de .su Cartera. Esa mo- 
ción aprobada por la Cámara de Representantes es una 
de las más claras y absolutas expresiones de censura que 
reconoce la historia de este Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 


legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. : 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
estoy siguiendo con mucha atención la exposición del se- 
ñor legislador Ricaldoni, seria, documentada y precisa, 
como todas las suyas. 


A esta altura, no resisto a la necesidad que experi- 


mento de solicitarle esta interrupción, en atención a una 
de las consideraciones que ha formulado. 


El señor legislador Ricaldoni ha reiterado con clari- 
dad la competencia constitucional de que dispone el Po- 
der Ejecutivo para actuar como lo hizo. Entiendo que esto 
está fuera de toda discusión y no recuerdo que haya sido 
.formalmente objetado. - 


Además, el señor legislador Ricaldoni ha reivindicado 
la solidaridad reconocida y unánime de la bancada del 
Partido Colorado con las Orientaciones fundamentales 
del Gobierno, y el derecho de esta bancada de adoptar 
actitudes que expresen esa solidaridad. En modo alguno 
se nos ocurre cuestionar ese derecho. La bancada del Par- 
tido Colorado, en éste como en los demás temas que con- 
sideramos, es dueña de adoptar la orientación que pre- 
fiera. Lo que sí existe en el tema, es una responsabilidad 
de orden político partidario inocultable. Esto no tiene 
relación con el peregrino suceso de la mañana de ayer, 
en el cual, insólitamente, el ciudadano que hasta ese mo- 
mento fue reconocido por todo el país como Ministro del 
Interior —porque en uso de sus competencias, el señor 
Presidente de la República lo había designado— hoy sólo 
es admitido —y tengo la clara impresión de que a. rega- 
ñadientes —por una minoría del país como Ministro, por- 
que de tal ya sólo tiene el nombre. 
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(No apoyados) 


_—Es una situación absolutamente diferente a ésta. 
Allí, el Parlamento todavía no se había pronunciado; allí 
estaba desarrollándose un trámite, legítimo también, den- 
tro del orden institucional. Nadie tiene derecho a actuar 
sobre la base de una decisión que no se haya adoptado, 
porque puede ocurrir que en el curso de un debate se 
introduzcan argumentos, en uno u otro sentido, que de- 
terminen variantes en la decisión final. Ayer en la ma- 
ñana, de modo pintoresco, se adelantó una actitud sobre. 
la base de una resolución que no había sido tomada. 
Este absurdo no 'tiene nada que ver con lo actual; -lo 
actual, es otra cosa; es absolutamente regulable desde el 
punto de visto institucional. Es inobjetable el derecho de 
un partido político a pronunciarse como estime adecuado, 
pelo aquí hay, reitero, responsabilidades políticas, de Otro 

mo. 


_ En la anterior oportunidad se había producido una 
coincidencia de puntos de vista entre dos organizaciones 
políticas, que no son las del Gobierno. Esa coincidencia 
de puntos de vista constituye la mayoría del Parlamento 
porque —y nunta olvidemos esto—-sumados son la ma: . 
yoría del país, a pesar de las condiciones en que una y 
otra organización debieron votar en noviembre de 1984. 
Reitero que, sumados, son la mayoría del país, y esto 
nadie tiene derecho a olvidarlo ni por un instante. 


Idéntica situación se dio en la Comisión de Presu- 
puesto y luego en el Senado, en donde ante determinados 
artículos de la futura Ley de Presupuesto, se produjeran 
ciertas coincidencias que hacían que organizaciones poli- 
ticas que no son das que tienen la titularidad del Poder 
Ejecutivo, conformasen mayorías. Pero aquí no. El tema 
alquileres tiene honrrosas implicaciones sociales. Los que 
recorremos el entorno de Montevideo lo sabemos muy 
bien. Hay zonas en Cerro Norte, al oeste del Cerro, en 
Chacarita, en Bella Italia, atrás del Cerrito de la Victo- 
ria, en las que sabido es cuál es la consecuencia de esa 
falta de relación a que aludió nuestro compañero el señor 
legislador Araújo, es decir, entre el proceso de los alqui- 
leres y el de los salarios y las pasividades. Sabemos muy 
bien cuántas miles de familias han tenido que ir a vivir 
a habitaciones —de algún modo hay que llamarlas— cu- 
yas condiciones son de absoluta precariedad y ruinosas, 
porque no pueden pagar los alquileres que el sistema. neo- 
liberal de la dictadura-ha establecido. 


Entonces, se tenga una u otra solución, se piense co- 
mo el Poder Ejecutivo, o como quienes votaron unos ar- 
tículos y otros no,-o se opine como quienes acompañamos 


* €sos artículos, nadie puede desconocer la enorme proyec- 


ción social que tiene este tema. Precisamente, en esto se 
trabajó durante muchos meses; primero en la Cámara 
de Representantes, luego en la de Senadores y finalmente 
en la Asamblea General. Y el resultado no fue la conse- 
cuencia de que el. Partido Nacional, la Unión Cívica y el 
Frente Amplio estuvieran ocasionalmente de acuerdo, sino 
de que la mayoría de los componentes del Parlamento, 
de las fuerzas políticas de este Cuerpo, es decir, la expre- 
sión de la abrumadora mayoría del país, estuvieron de 
acuerdo. 


En consecuencia, y a manera de reflexión, me pre- 
gunto: durante todos esos meses, ¿dónde estaba situada 
la responsabilidad política del Partido Colorado? Este par- 
tido debe saber la enorme proyección del tema y, por su- 
puesto, tiene todo el derecho del mundo a pronunciarse 
como le plazca, por unanimidad o no. Sin embargo, en 
la última de las instancias descubrió que había que em- 
pezar de nuevo. Además, tiene un número de legisladores 
que imposibilita, de expresarse por unanimidad, el levan- 
tamiento del veto. 


Esta es una realidad política inocultable que hace que 
la demora y la falta de soluciones sean la consecuencia 
de que el tema no haya sido examinado en el tiempo de- 
bido y con la necesaria responsabilidad por parte del Par- 
tido Colorado en el plano, lugar y ámbito que sus com- 
ponentes entendieren correspondía. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de devolverle el uso 
de la palabra al señor legislador Ricaldoni, la Mesa quie- 
re recordar a los señores miembros de este Cuerpo que 
no ha querido interrumpir en su intervención al señor 
senador Rodríguez Camusso porque ello hubiera sido poco 
ecuánime, pero reiteradamente los señores legisladores es- 
tán yendo más allá de la cuestión y de acuerdo al Re- 
glamento ello no corresponde. Hay temas que no son los 
que estamos discutiendo hoy, que es simplemente el del 
levantamiento o mantenimiento del veto interpuesto por 
el Poder Ejecutivo a un proyecto de ley de alquileres. 


Puede continuar el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que todo lo que tenga 
_que ver con analogías o falta de ellas entre uno y otro 
proyecto y lo que debe o debió haber contenido —quiero 
repetirlo una vez más —dará mérito, si es que se confirma 
el veto del Poder Ejecutivo por parte de la Asamblea Gre- 
neral a una discusión que será en otra oportunidad. Digo 
también que lo que tenga que ver con actitudes del Poder 
Ejecutivo, en relación a asuntos extraños a dicho veto. 
lo habrá de juzgar la opinión pública en su momento. 
Este es otro punto que tampoco pienso contestar ahora, 
pero es obvio que tengo un punto de vista discrepante 
con el manifestado por el señor legislador Rodríguez Ca- 
musso. : 


Antes de terminar, señor Presidente, no puedo resis- 
tirme a hacer una reflexión que me parece elemental, y 
quiero decirla con la mayor objetividad. 


Si el Poder Ejecutivo hubiera anunciado directamente 
o por intermedio de algunos de los señores legisladores 
de la bancada del Partido Colorado, la posibilidad de in- 
terponer un veto a esta ley de alquileres, ¿no hubiera 
existido también la posibilidad de que algún legislador 
señalara que esa era una forma de coaccionar al Parla- 
mento? ¿No se podía haber pensado eso? Creo Que sí. 


De manera, señor Presidente, que este tema no nos 
lleva a nada porque siempre se pueden extraer interpre- 
taciones distintas del cómo, del por qué e, incluso, de la 
oportunidad. 


Creo que todos los legisladores que estamos en esta 
Asamblea General —sin distinción de grupos o partidos— 
somos conscientes de la importancia que tiene esta ley 
de alquileres. Somos conscientes de que la sclución del 
problema transita por otras sendas distintas a las que 
con la mayor buena intención podamos haber recorrido 
anteriormente en este Cuerpo. 


En definitiva, la solución del problema, que todos re- 
conocemos que es grave, desemboca en el levantamiento 
del veto por parte de la Asamblea General o en la tarea 
inmediata de empezar a elaborar un proyecto de ley sus- 
titutivo. 


Pero para esto, hay un paso previo que es, si se da 
—como supongo que así ha de ser— el mantenimiento 


del veto del Poder Ejecutivo. Si ello no sucede, este Par-' 


lamento estará impedido de buscar las soluciones de al- 
ternativa. 


SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto, y agrego 
que he finalizado mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Pienso que en esta Asamblea Ge- 
neral estamos discutiendo no el tema de las soluciones 
concretas en materia de arrendamientos, sino el problema 
del eventual levantamiento del veto interpuesto por «el 
Poder Ejecutivo al proyecto de ley sancionado por la 
Asamblea General. 
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El señor legislador Rodríguez Camusso en su exposi- 
ción aludió a la responsabilidad del Partido Colorado al 
haber cambiado su opinión en el transcurso del debate de 
esta ley. A este respecto, señalo que ese cambio de opi- 
niones se ha dado en todas las colectividades políticas. 
Cuando empezamos a analizar el proceso legislativo, nos 
encontramos con que la Cámara de Representantes aprue- 
ba un proyecto que cuenta con el voto de prácticamente 
todos los partidos políticos, y de casi todos los sectores 
que los integran, proyecto que tiene una solución determi- 
nada en materia de rebaja de alquileres. Una vez que es- 
te proyecto llega a la Cámara de Senadores, todo hace 
suponer que dadas las connotaciones sociales y económicas 
que implica y el consenso obtenido en la otra Cámara, 
va a recibir sanción inmediata por parte de ella. Sin em- 
bargo, no fue así porque lo que ha votado la Cámara de 
Senadores con el acuerdo de todos los sectores de los par- 
tidos políticos tiene soluciones totalmente diferentes a las 
aprobadas inicialmente. De allí surge una incoherencia que 
afecta a todos los partidos políticos y no sólo al Partido 
Colorado. 


El asunto deriva hacia la Asamblea General, en vir- 
tud de que la Cámara de Representantes no aceptó la fór- 
mula remitidt por el Senado; es decir que los blancos, 
frenteamplistas y colorados no estuvieron de acuerdo con 
lo estructurado por sus similares de la otra Cámara. 


Y allí, en la Asamblea General al formarse la Comi- 
sión Bicameral se dió un fenómeno muy curioso: al ar- 
monizarse las fórmulas jurídicas, se trató, no de conci- 
liar el criterio de un partido con el de otro partido, sino 
el de una Cámara con la otra. Así surgió -—y ya se ha 
dicho reiteradamente en este recinto— un proyecto que 
no satisfacia a todos los firmantes y a todos los votantes. 


Es de destacar la no inclusión en el proyecto de ley 
sancionado por el Parlamento de la fórmula de protección 
a los pequeños propietarios que fue planteada en la Comi- 
sión Bicameral y que recibió el voto de los legisladores 
del Partido Colorado y, por lo menos, del de varios inte- 
grantes del Partido Nacional. Debo señalar que esa fór- 
mula obtuvo mayoría tanto en la Comisión como en la 
Asamblea General, sin embargo, no pudo ser incluida 
porque en aquel momento quienes constituían la minoría 
de la Asamblea General, pero no permitían que ésta lle- 
gara al quórum constitucional, determinaron la erradi- 
cación de ese artículo. Pues bien: estamos en un plano 
en el cual juegan las mayorías parlamentarias. El Parti- 
do Colorado contribuyó con sus votos —al igual que los 
demás partidos— a la solución de dos proyectos totalmen- 
te distintos y luego de un tercero que fue la. forma. de ar- 
monizar las posiciones que se habían dado en el Parla- 
mento. Interviene aquí, además, el Poder Ejecutivo que, 
como todos sabemos, de acuerdo a la Constitución de la 
República es colegislador. Como tal plantea un veto total 
que determina que este Parlamento, para levantarlo, re- 
Quiera el voto de por lo menos tres quintos de sus inte- 
grantes. Si no se logra ese quórum, ello no quitre decir 
que no habrá Ley de Alquileres sino que tendremos que 
buscar una solución diferente. El Partido Colorado está 
en ese camino: no en el de que no haya Ley de Alquile- 
res sino en el de que se encuentre una. solución que con- 
temple todos los intereses en juego y también los puntos 
de vista del Partido Colorado que tiene más de los dos 
quintos de votos, que le permiten mantener el veto. Ello, 
de la misma manera que varios legisladores en su momento, 
hicieron valer sus votos y no permitieron que la mayoría 
absoluta de la Asamblea se transformara en la mayoría re- 
glamentaria para imponer una solución que muchos le- 


_ gisladores queríamos propiciar. 


Esa es la realidad de las cosas; si se dice que hay 
inconsecuencia de un partido, la hay de parte de todos 
ellos sobre un proyecto que es sumamente polémico. Por- 
que es difícil —todos lo sabemos— resolver ecuánime- 
mente el tema de los alquileres, porque tenemos muy cla- 
ro que el tema no es separar los propietarios de los inqui- 
linos sino dividir entre propietarios e inquilinos de esca- 
sos recursos económicos, por un lado, .y propietarios e in- 
quilinos de poderosos recursos por otro; se podría decir, 
que existe una división horizontal. Este es un problema 


126—A.G. 


complicado y que determina que toda ley que pueda san- 
cionarse en materia de arrendamientos, sea discutible. 
Todos los legisladores hemos vacilado en su momento. Aho- 
ra, al apoyar la solución del mantenimiento del veto, es- 
tamos propiciando el hecho de que el tema se vuelva a 
discutir a los efectos de buscar una solución acorde con el 
sentir de todos los legisladores que integran el Cuerpo. 


Gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
gislador Ricaldoni. 


SEÑOR CASSINA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Las manifestaciones del señor 
legislador Lamas haciendo referencia a la conducta de 
todos los partidos políticos en el proceso parlamentario de 
esta ley, me obligan a hacer algunas precisiones. Agra- 
dezco entonces la oportunidad que me brinda el señor 
legislador Ricaldoni para hacer uso de la palabra. 


El señor legislador Lamas ha dicho que todos los 
partidos cambiaron de posición en los suvesivos trámites 
de esta ley, es decir en las etapas de la Cámara de Re- 
presentantes, del Senado y de la: Asamblea General. En 
lo que hace al Frente Amplio eso no es cierto. 


El Frente Amplio defendió en la Comisión de la Cá-' 


mara de Representantes y en el seno de la misma, las 
soluciones originalmente previstas en la CONAPRO, y lue- 
go dentro del espíritu de esas soluciones acordadas alli, 
las que pudieron obtenerse en la Cámara de Representan- 
tes por medio de las mayorías parlamentarias que el Fren- 
te Amplio, por sí mismo, no tiene. 


En el Senado, en la Comisión, y en la propia Cámara 
el Frente Amplio defendió las soluciones votadas en la 
Cámara de Representantes. Naturalmente, en la medida 
en que en el Senado no había mayoría para todas esas 
soluciones —algunas se repiten textualmente en ambos 
textos— entró a trabajar en otras, pero defendió pun- 
tualmente todas las soluciones votadas por los legislado- 
res del Frente Amplio en la Cámara de Representantes. 
Y en la Asamblea General defendimos las soluciones que 
habían sido votadas en esa Cámara. Evidentemente, bus- 
cando el consenso político, nos allanamos a algunas Mo- 
dificaciones que no hacían, de ninguna manera, a lo 
sustancial de los textos más importantes. Más aún: en 
el propósito de acercarnos aún más de lo que se había 
logrado en la Cámara de Representantes, a las solucio- 
nes que todos los partidos acordaron en la CONAPRO, 
aceptamos incorporar como una fórmula más la del ré- 
gimen de topes agregada a la del régimen de franjas 
que estaba previsto en esa ley y que funcionaba auto- 
máticamente para dar a aquellos arrendatarios a los que 
el régimen de franjas no protegía suficientemente, una 
protección más completa, que podía llegar a la congela- 
ción del precio del arrendamiento que venía pagando an- 
tes del respectivo reajuste. 


Por lo tanto, la referencia genérica a todos los parti- 
dos políticos que ha hecho el señor legislador Lamas, en 
lo que hace al Frente Amplio —no tengo derecho a ha- 
blar en nombre de otros partidos-— es absolutamente 
inexacta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa advierte a los se- 
ñores legisladores que es la hora 23 y 18 minutos y que 
a la hora 0 cesa el mandato de algunos legisladores, que 
actúan en calidad de suplentes, por el hecho de que ven- 
ce la licencia del titular. 


SEÑOR LAMAS, — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR LAMAS. — Señor Presidente: deseo hacer una. 
precisión con respecto a lo manifestado por el señor legis- 
lador Cassina. No quiero señalar que el Frente Amplio 
haya cambiado de posición con relación al tema de los 
alquileres en cuanto a lo que sostenía en la Cámara de 
Representantes y a lo que defendía en la Cámara de Se- 
nadores. Quiero sí señalar que el proyecto de ley que votó 
la Cámara de Senadores fue votado en general más allá 
de las discusiones que puedan haber habido en la dis- 
Cusión particular sobre distintos artículos, por los sena- 
dores de todos los partidos políticos incluido el Frente 
Amplio. Los señores senadores del Frente Amplio sabían 
en esa oportunidad que el hecho de votar esa solución 
iba a determinar que el proyecto volviese a la Cámara de 
Representantes donde los representantes de ese partido 
político habían sostenido un proyecto con soluciones dis- 
tintas, que mantuvieron y votaron. 


Reitero que estamos en el juego de las mayorías y 
las minorías. A veces uno sustenta una posición pero Co- 
mo ella debe hacerse va:er en una Cámara o en una 
Asamblea donde cuentan los votos de los demás, tiene 
que plegarse a la posición de los otros, sin que eso signi- 
figue inconsecuencia. 


Señalo que en este caso no puede hablarse de incon- 
secuencia del Partido Colorado. Si existe inconsecuencia, 
es de todos. En el juego de las mayorías y minorías par- 
lamentarias, de acuerdo con la Constitución y el Regla- 
mento, cada partido ajustó su posición a lo que se podía 
votar. 


Respeto la afirmación del señor legislador Cassina en 
el sentido de que el Frente Amplio no varió su posición. 
Debo señalar que la misma afirmación cabe para todos 
los partidos, ya que cada uno votó de acuerdo con sus 
convicciones y a la posibilidad de obtener una u Otra 
solución. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Había solicitado 
la palabra para contestar una alusión, pero concedí una 
interrupción con mucho gusto al poder hacerlo reglamen- 
tariamente, ya que tenía el uso de la palabra. 


Voy a procurar ser muy preciso, 


En primer lugar, votamos en general el proyecto en 
la Cámara de Senadores, porque esto representa, regla- 
mentariamente, ocuparse del fondo del tema. No votarlo 
en general, significa el deseo de que no sea considerado. 


En segundo lugar, sabiendo que el Senado iba a in- 
troducir sustanciales modificaciones a] proyecto de la Cá- 
mara de Representantes, que en nuestra opinión repre- 
sentaban un severo retroceso, aspirábamos a que volviera 
a ésta en la que pensábamos sería mejorado. Al pasar a 
la Asamblea General, efectivamente, desde nuestro punto 
de vista, fue mejorado. En esa oportunidad en la Cámara 
de Senadores —si no estoy equivocado— las observaciones 
fundamentales que se le hicieron al proyecto venido de 
la Cámara de Representantes fueron votadas por los seis 
senadores del Frente Amplio, con la muy grata compañía 
del señor senador Mederos. 


Creo que en el Senado fuimos siete los senadores que 
en líneas fundamentales procuramos mantener los aspec- 
tos básicos del proyecto votado por la Cámara de Re- 
presentantes. 


SEÑOR DAVEREDE. — ¿Me ¿peralte una interrup- 
ción, señor legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR DAVERERE. — Muy brevemente, señor Presi- 
dente, para no dejar la impresión en la Asamblea Gene- 
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ral de que la Unión Cívica ha cambiado de criterio con 
respecto a este tema. 


Desde que intervinimos en la CONAPRO y en todo el 
período en que el proyecto de ley estuvo en la Cámara 
de Representantes, hasta que llegó a la Asamblea General, 
la Unión Cívica ha sido consecuente con su criterio y 1 
ha mantenido hasta la fecha, como lo ha demostrado en 
la noche de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Deseo formular 
dos constancias. Cuando hicimos referencia a las respon- 
sabilidades políticas, no estábamos aludiendo al hecho de 
que se amanece con el veto o con actitudes polleicas de 
otro Poder. Hemos referido, fundamentalmente, al hecho 
de que cada una de las organizaciones -politicas examina 
los temas fundamentales que están a consideración de 
úna u otra rama del Parlamento y modela las actitudes 
que adoptará en función de sus principios y de las cir- 
cunstancias. Esto lo hace el Frente Amplio. Y por lo que 
trasciende a través de la prensa sabemos que, en térmi- 
nos generales, también se hace en el Partido Colorado, 
en el Partido Nacional y en la Unión Cívica. El Presu- 
puesto acaba de ser votado en el Senado y ahora será 
tratado por la Cámara de Representantes. Cada uno de 
los cuatro lemas representados en el Parlamento en estos 
momentos, están analizando las actitudes y las posiciones 
que habrán de adoptar a su respecto. 

Lo que he dicho, señor Presidente, es que esto no se 
produjo en el Partido Colorado, porque recién a la altu- 
ra del establecimiento del veto —legítimo, institucional- 
mente considerado— se establece con carácter colectivó 
para todo el Partido Colorado una modificación sustan- 
cial al proyecto que demora la solución al tema, sea ésta 
la que fuere. He referido fundamentalmente a esto y no 
al hecho de que cada organización política en el trans- 
curso del trámite parlamentario ajuste o modifique tales 
o cuales puntos de vista. Nosotros lo hemos hecho muchas 
veces y lo haremos cuantas veces lo estimemos necesario. 


¡Cuántas veces empezamos a considerar un tema con 
una posición determinada y aparecen argumentos, razo- 
nes y hechos nuevos que recibimos de otros sectores, que 
van acompasando y determinando modificaciones parcia- 
les dentro de nuestros puntos de vista! Eso es absoluta- 
mente legítimo. La discusión hace que todos nosotros nos 


enriquezcamos permanentemente los unos a los otros. A . 


lo que me he referido —y lo dejo claramente establecido— 
es a que el veto del Poder Ejecutivo, con el respaldo to- 
tal del Partido Colorado, al que tiene absoluto derecho, 
determina, una modificación sustancial, representa una 
postergación y lo hace cuando ésta es inevitable, insub- 
sanable. Pudo haberlo hecho mucho antes, a lo largo de 
su tramitación pero no lo hizo. Por lo tanto, tengo de- 
recho a deducir que el Partido Colorado como tal, ha 
adoptado esta actitud con pleno conocimiento de las pro- 
yecciones que tiene y asume obviamente las responsabili- 
dades políticas que corresponden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay más oradores 
inscriptos para hacer uso de la palabra y a la Mesa no 
ha llegado ninguna moción. 


SEÑOR CASSINA. — Pido la palabra para una acla- 
ración. | 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CASSINA. — Debe haber algún error, señor 
Presidente, porque en la anterior sesión de la Asamblea 
General hicimos llegar a la Mesa una moción suscrita 
por los señores legisladores del Partido Nacional, de la 
Unión Cíívica y del Frente Amplio, proponiendo el levan- 
tamiento de las observaciones interpuestas por el Po- 
der Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene razón el señor legis- 
lador. 
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Léase la moción. 
(Se lee:) 


“La Asamblea General, de conformidad a lo dispues- 
to por el artículo 145 y concordantes de la Constitución 
de la República, resuelve; 


19 — Aprobar el Proyecto de Ley sobre arrenda- 
mientos urbanos sancionado por esta «Asamblea General 
en su sesión del día 2 de octubre de 1985, devuelto con 
observaciones por el Poder Ejecutivo. 


22 — Comuníquese, etc. 


Nelson Lorenzo Rovira. — José Germán Araújo. — 
Rubens W. Francolino. — Yamandú Fau. — Alem Garcia. 
Elías Porras Larralde. — Carlos Cassina. — Oscar López 
Balestra. — Luis José Martínez. — Tabaré Caputi. — Ri- 
cardo Rocha Imaz. — Eden Melo. — Hebert Rossi Pasina. 
Ruben Escajal. — Guillermo Alvarez. — Juan Martín Po- 
sadas. — Reinaldo Gargano. — Julio E. Daverede, — Gil- 
berto Ríos. — Carlos Pita. — Luis Ituño. — Juan J. Fuen- 
tes. — Francisco J. Ottonelli. — Andrés Toriani. — Héctor 
Goñi Castelao. — Numa Aguirre Corte. — Carlos Bertac- 
chi. — A. Francisco Rodríguez Camusso. — Yamandú 
Blanco. — José E. Díaz. — Juan Raúl Ferreira. — Enrique 
Martínez Moreno. — Alfonso Requiterena Vogt. — Ruben 
E. Frey. — Carmen Arana, — Alberto Zumarán. — Hugo 
Batalla. — Gustavo Varela. — Alfredo Zaffaroni. — Bal. 
tasar Prieto. — Jorge Andrade Ambrosoni. — Clemente 
Muñoz. — Orosmán Martínez. — Ramón Guadalupe. — 
Jorge Gandini, Legisladores”. 


De acuerdo con el artículo 151 de la Constitución 
de la República, las votaciones de reconsideración de un 
proyecto devuelto por el Poder Ejecutivo serán nominales, 
por sí o por no. 


De acuerdo con una vieja tradición parlamentaria, 
votar por sí es hacerlo por la afirmativa, es decir, por el 
proyecto de ley que fue vetado, votar por no, es apoyar 
el veto del Poder Ejecutivo. 


Queda claro, entonces, que los señores legisladores 
que quieran apoyar el proyecto de ley en su oportunidad 
aprobado por esta Asamblea General, deberán hacerlo 
por la afirmativa y, a la inversa, quienes quieran apoyar 
el veto del Poder Ejecutivo, deberán votar por la negativa. 


Procédase a tomar la votación en forma nominal. 
(Se toma en el siguiente orden: ) 


SEÑOR AGUIRRE. — Por la afirmativa, y voy a fun- 
dar el voto, de acuerdo con la posibilidad que en tal sen- 
tido confiere el artículo 141 de la Constitución. 


En su momento voté afirmativamente en genera] el 
proyecto de ley sancionado por la Asamblea General, por- 
que estaba de acuerdo con sus grandes líneas y orienta 
ciones. Ello no quiere decir que estuviera dispuesto a. vo- 
tar en la discusión particular todas las disposiciones del 
proyecto, alguna de las cuales objeté por entender, en su 
momento, que eran absolutamente inconstitucionales, opi- 
nión que mantengo. 


Pero como el veto total del Poder Ejecutivo cuestiona 
todo el proyecto de ley, ha traído el grave problema so- 
cial de los alquileres, de los arrendamientos urbanos a 
fojas cero, con la obvia dificultad que subsiste en la 
Asamblea General para acordar criterios sobre un nuevo 
proyecto de ley. La demora en la sanción de dicho pro- 
yecto de ley es responsabilidad de este veto total que ha 
interpuesto el Poder Ejecutivo y contra el cual me pro- 
nuncio votando por la afirmativa, es decir, por la rati- 
ficación del proyecto de ley oportunamente sancionado 
por la Asamblea General. 


Sobre un punto de carácter constitucional y formal 
que se ha debatido en el curso de esta sesión, quiero aña- 
dir dentro del fundamento de mi voto, que considero que 
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la interposición de un veto es el ejercicio legítimo, en el 
error o en el acierto, de una facultad constitucional y 
que el anuncio de que la ley iba a ser vetada si se hubiera 
formulado con anterioridad, hubiera resultado un ejer- 
cicio ilegítimo e insconstitucional, un elemento de presión 
sobre la actuación del Parlamento que no correspondía. 
Por la misma razón sostengo, ya que se ha traído ai de- 
bate, que el anuncio ante una posible censura a un Mi- 
nistro de Estado, de una eventual disolución parlamenta- 
ria es también un ejercicio ilegitimo, irregular de esa fa- 
cultad, que no está de acuerdo con la Constitución de 
la República. En este sentido, quiero señalar que no im- 
proviso ninguna opinión porque en otra función, en un 
estudio, en una monografía jurídica publicada en julio 
de 1969, scstuve que tal acción de parte del Presidente 
de la República de la épcca, era también insconstitucional. 
De modo que, repito, no improviso una opinión en esta 
materia. 

Nada más, señor Presidente. 

SEÑOR ARAUJO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BATLLE. — Por la negativa. 

SEÑOR CAPECHE (Eugenio). — Por la negativa. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Por la negativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. — Por la negativa. 

SEÑOR FERREIRA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR. FLORES SILVA. — Por la negativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR. FA ROBAINA. — Por la.negativa. 

SEÑOR JUDE. — Por la negativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. — Por la afirmativa. 

" SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR MEDEROS. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA (Carlos J.) — Por la afirmativa. 

SEÑOR POSADAS. — Por la afirmativa. 

SEÑOR POZZOLO. — Por la negativa. 

SEÑOR RICALDONI. — Por la negativa. 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR SENATORE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR TOURNE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR TRAVERSONI. — Por la negativa. 

SEÑOR ZORRILLA. — Por la negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CADENAS. — Por la negativa. 

SEÑOR GARGANO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LENZI. — Por la negativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Por la negativa. 

SEÑOR AGUIRRE CORTE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR AMARO. — Por la negativa. 
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SEÑOR AMEN PISANI. — Por la negativa. 


SEÑOR ANDRADE AMBROSONI. —-. Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR ARREDONDO. — Por la negativa. 


SEÑOR ASIAIN. — Por la negativa. 
SEÑOR BARON. — Por la afirmativa. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Por la negativa. 


SEÑOR BERTACCHI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BONILLA.. — Por la afirmativa. 


SEÑOR BOUZA. — Por la negativa. 
SEÑOR BRAUSE. — Por la negativa. 


SEÑOR BRUM. — Por la negativa. 
SEÑOR CANTON. — Por la negativa. 


SEÑOR CAPECHE (Cayetano). — Por la negativa. 
SEÑOR CAPUTI. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CASSINA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CATALDI. — Por la negativa. 

SEÑOR CAZABAN. — Por la negativa. 
. SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Por la ne- 
gativa. 

SEÑOR CIGANDA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CONDE. — Por la negativa. 

SEÑOR CORTAZZO. — Por la negativa. 


SEÑOR DAVEREDE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR ESCAJAL. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FAU. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FRESIA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR FREY. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FUENTES. — Por la afirmativa. 


SEÑOR GARAT. — Por la afirmativa. 


SEÑOR GARCIA (Alem). — Por la afirmativa. 
SEÑOR GESTIDO. — Por la negativa. 


SEÑOR GOÑI. — Por la afirmativa... 
SEÑOR GRANUCCI. — Por la negativa. 


SEÑOR GUADALUPE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GUERRERO. — Por la negativa. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. — Por la negativa. 
SEÑOR ITUÑO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LAGO. — Por la negativa. 

SEÑOR LAMAS. — Por la negativa. 


SEÑOR LAUSAROT. — Por la negativa. 
SEÑOR LOMBARDO. — Por la negativa. 
SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Por la afirmativa. 
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SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR MACHIÑENA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MAGURNO. — Por la negativa. 


SEÑOR MARCHESANO. — Por la negativa. 
SEÑOR MARTINEZ (Luis J.). — Por la afirmativa. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR MILLOR. — Por la negativa. 

SEÑOR NEGRO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR OXACELHAY. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PASQUET. — Por la negativa. 

SEÑOR PEREIRA PABEN. — Por la negativa. 
SEÑOR PINTOS. — Por la negativa. 

SEÑOR PITA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PITTALUGA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Por la afirmativa. 
SEÑOR RIJO. — Por la negativa. 

SEÑOR RIOS (Gilberto). — Por la afirmativa. 
SEÑOR RIOS (Héctor L.). — Por la afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ (Yamandú). — Por la negativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR ROSALES. — Por la afirmativa. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR SICA BLANCO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR SOTO. — Por la negativa. 


SEÑOR STIRLING. — Por la negativa. 

SEÑOR STURLA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR TORIANI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR VAILLANT. — Por la negativa. 

SEÑOR VIERA. — Por la negativa. 

SEÑOR ZAFFARONI ORTIZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR BENTANCUR. — Por la negativa. 
SEÑOR VARELA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR BRUNO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MUÑOZ. — Por la. afirmativa. 


SEÑOR MARTINEZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR AARON. — Por la negativa. 


SEÑORA ARANA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GANDINI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LANDARTE. — Por la negativa. 
SEÑOR BOERR. — Por la negativa. 
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SEÑOR NION HERNANDEZ. — Por la negativa. 
SEÑOR SILVA. — Por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resultado 
de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio). — Han 
sufragado 120 señores legisladores: 65 lo han hecho por 
la afirmativa y 55 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El resultado de la vota- 
ción es negativo, por cuanto no se ha alcanzado los 
tres quintos de votos necesarios. Los tres quintos de 120 
señores legisladores, son 72. 


Léase la segunda moción llegada a la Mesa. 
(Se lee:) 


“La Comisión propone la siguiente recomendación 
para la eventualidad de que la Asamblea General no logre 
la mayoría requerida por la Constitución, a fin de ádoptar 
decisión respecto de las observaciones interpuestas por el 
Poder Ejecutivo al Proyecto de Ley de Emergencia sobre 
Arrendamientos Urbanos: que se constituya un Grupo de 
Trabajo con representantes de los cuatro Partidos Polí- 
ticos (tres Senadores y cuatro Diputados) con la finali- 
dad de redactar un anteproyecto de ley sobre el tema 
para su tratamiento por cada una de las Cámaras, a 
cuyos efectos el Presidente de la Asamblea General coor- 
dinará con los distintos partidos su integración. (Firman: 
Cassina, Araújo, Rossi Pasina, Cantón, Ricaldoni, Forras 
Larralde y Tourné, legisladores)”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiéndose levantado el 
veto interpuesto por el Poder Ejecutivo, corresponde votar 
esta moción subsidiariamente presentada. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo con el espí- 
ritu de la moción. Pero, pregunto si es reglamentario 
que se nombre un grupo de trabajo, porque creo que tal 
entidad no está prevista en el Reglamento, ya que se 
nombrará una Comisión con la misma integración y con . 
igual cometido. Sin embargo, no creo que se le pueda 
llamar grupo de trabajo. 


Esa era la observación que deseaba hacer. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Como la Asamblea Gene- 
ral no puede tener Comisiones de esta naturaleza, se ha 
tratado de salvar este inconveniente, nombrando una Co- 
misión Bicameral; con un nombre u otro,,el propósito 
parece claro, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


—115 en 120. Afirmativa. 


5) SE LEVANTA LA SESION 


No habiendo más asuntos para considerar, se levanta 


_ la sesión. 


(Así se hace a la hora 23 y 47 minutos.) 
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